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El presente informe analiza las novedades normativas y jurisprudenciales en materia de ordenación del territorio, urbanismo y vivienda tanto estatales como autonómicas, publicadas en los meses de febrero a abril de 2013, ambos incluidos.

I. NOVEDADES NORMATIVAS. 

1. ESTADO.

No es una novedad, al igual que comentara en el anterior informe, que la producción normativa estatal y autonómica está orientada a corregir el déficit público y las medidas adoptadas son en su mayoría económicas. 

Muy poca legislación se refiere a la ordenación del territorio, el urbanismo y la vivienda, pero paulatinamente se observa que el mercado inmobiliario, al menos desde el punto de vista legislativo, está experimentando un cambio e impulso importantes. Ejemplos de este sentir son el Plan de fomento al alquiler de viviendas, el proyecto de ley de rehabilitación, regeneración y renovación urbanas, en trámite parlamentario, etc…

Al primer texto que vamos a referirnos es al Real Decreto-Ley 4/2013, de 22 de febrero, de medidas de apoyo al emprendedor y de estímulo del crecimiento y de la creación de empleo (BOE núm. 47, de 23 de febrero), que, entre otras normas, modifica la Ley 34/1998, de 7 de octubre, del sector de hidrocarburos, ampliando el contenido del apartado 2 del artículo 43 relativo a la distribución al por menor de productos petrolíferos. 

Mantiene el principio general del ejercicio libre de la actividad de distribución al por menor de carburante y combustibles petrolíferos por cualquier persona física o jurídica. Añade que “las instalaciones utilizadas para el ejercicio de esta actividad deberán cumplir con los actos de control preceptivos para cada tipo de instalación, de acuerdo con las instrucciones técnicas complementarias que establezcan las condiciones técnicas y de seguridad de dichas instalaciones, así como cumplir con el resto de la normativa vigente que en cada caso sea de aplicación, en especial la referente a metrología y metrotecnia y a protección de los consumidores y usuarios”.

Impone a las administraciones autonómicas, en el ejercicio de sus competencias, la obligación de garantizar que los actos de control que afecten a la implantación de estas instalaciones de suministro de carburantes al por menor, se integren en un procedimiento único y ante una única instancia. Regularán el procedimiento y determinarán el órgano autonómico o local competente ante la que se realizará y que, en su caso, resolverá el mismo. Este procedimiento coordinará todos los trámites administrativos necesarios para la implantación de dichas instalaciones con base en un proyecto único. El plazo máximo para resolver y notificar la resolución será de ocho meses. El transcurso de dicho plazo sin haberse notificado resolución expresa tendrá efectos estimatorios, en los términos señalados en el artículo 43 de la Ley 30/1992, de RJAP y del PAC.

Prohíbe que los instrumentos de planificación territorial o urbanística regulen aspectos técnicos de las instalaciones o exijan una tecnología concreta. Igualmente, dispone la nueva redacción de este artículo 43.2 de la Ley de Hidrocarburos que “los usos del suelo para actividades comerciales individuales o agrupadas, centros comerciales, parques comerciales, establecimientos de inspección técnica de vehículos y zonas o polígonos industriales, serán compatibles con la actividad económica de las instalaciones de suministro de combustible al por menor. Estas instalaciones serán asimismo compatibles con los usos que sean aptos para la instalación de actividades con niveles similares de peligrosidad, residuos o impacto ambiental, sin precisar expresamente la cualificación de apto para estación de servicio”.

El R. D. Ley 4/2013 también modifica el artículo 3 del Real Decreto-ley 6/2000, de 23 de junio, de Medidas Urgentes de Intensificación de la Competencia en Mercados de Bienes y Servicios, que se refiere a las instalaciones de suministro al por menor de carburantes a vehículos en establecimientos comerciales y otras zonas de desarrollo de actividades empresariales e industriales.

A diferencia de la regulación anterior, que solo se refería a los establecimientos comerciales, la actual admite la posibilidad de que los establecimientos comerciales individuales o agrupados, centros comerciales, parques comerciales, establecimientos de inspección técnica de vehículos y zonas o polígonos industriales de incorporar entre sus equipamientos, al menos, una instalación para suministro de productos petrolíferos a vehículos.

En estos casos, el otorgamiento de las licencias municipales requeridas por el establecimiento sigue llevando implícita la concesión de las que fueran necesarias para la instalación de suministro de productos petrolíferos, si bien introduce las novedades siguientes:

1. El órgano municipal no podrá denegar la instalación de estaciones de servicio o de unidades de suministro de carburantes a vehículos en los establecimientos y zonas mencionados por la mera ausencia de suelo cualificado específicamente para ello.

2. La superficie de la instalación de suministro de carburantes no computará como superficie útil de exposición y venta al público del establecimiento comercial en el que se integre a efectos de la normativa sectorial comercial que rija para éstos.

Esta regulación se completa con la D. T. 4ª del R.D. Ley dedicada a las licencias para nuevas instalaciones de suministro, que dispone que “las licencias municipales que se soliciten para la construcción de las instalaciones de suministro en los establecimientos y zonas a los que se refiere el artículo 3 del Real Decreto-ley 6/2000, de 23 de junio, de Medidas Urgentes de Intensificación de la Competencia en Mercados de Bienes y Servicios, que ya dispongan de licencia municipal para su funcionamiento a la entrada en vigor de este real decreto-ley se entenderán concedidas por silencio administrativo positivo si no se notifica resolución expresa dentro de los 45 días siguientes a la fecha de presentación de la solicitud. Transcurrido dicho plazo, el promotor comunicará la fecha prevista de comienzo de las obras de construcción de la instalación a la autoridad responsable de la concesión de dicha licencia”.

No está de más recordar la Sentencia 170/2012, de 4 de octubre, que resolvió el recurso de inconstitucionalidad 5013/2000, interpuesto por el Gobierno de la Generalitat de Cataluña en relación con diversos preceptos del Real Decreto-Ley 6/2000, de 23 de junio, de medidas urgentes de intensificación de la competencia en mercados de bienes y servicios, de la que se dio cuenta en el informe de noviembre de 2012. En esta sentencia el TC concluye que el artículo 3.1 del R. D. Ley 6/2000 (en su anterior versión) era un obligación de mínimos, que no impedía el desarrollo autonómico y que el art. 3.2 tampoco era inconstitucional puesto que la necesidad de licencias u otras autorizaciones preceptivas no invadía competencias autonómicas.

También se ha aprobado en este periodo el Real Decreto 233/2013, de 5 de abril, por el que se regula el Plan Estatal de fomento del alquiler de viviendas, la rehabilitación edificatoria y la regeneración y renovación urbanas, 2013-2016. (BOE núm. 86, de 10 de abril).

La exposición de motivos de este último Plan de Vivienda, después de enumerar todos los habidos hasta la fecha, desde el primero de 1981-83, que tenían grandes similitudes ya que todos ellos fomentaban la producción de un volumen creciente de viviendas, basándose en la ocupación de nuevos suelos y en el crecimiento de las ciudades y apostando por la propiedad, como forma esencial de acceso a la vivienda, establecían unos instrumentos de política de vivienda diseñados en momentos sensiblemente diferentes de los actuales, pone de manifiesto los efectos que la crisis económica ha supuesto en el sector de la vivienda.

Reconoce que la crisis económico-financiera exige la reorientación de las políticas en materia de vivienda. La existencia de un significativo stock de vivienda acabada, nueva y sin vender contrasta con las dificultades de los sectores más vulnerables de la sociedad para acceder a una vivienda, por la precariedad y debilidad del mercado de trabajo, a lo que se une la restricción de la financiación proveniente de las entidades crediticias. También se reconoce que el mercado del alquiler de vivienda en España es muy débil, sobre todo si se compara con el de los países de nuestro entorno. 

Esta realidad socio-económica y financiera imperante en España aconseja un cambio de modelo que equilibre ambas formas de acceso a la vivienda y que, a su vez, propicie la movilidad que reclama la necesaria reactivación del mercado laboral. “… En este contexto, el nuevo Plan se orienta a abordar la difícil problemática actual, acotando las ayudas a los fines que se consideran prioritarios y de imprescindible atención, e incentivando al sector privado para que en términos de sostenibilidad y competitividad, y con soluciones y líneas de ayuda innovadoras, puedan reactivar el sector de la construcción a través de la rehabilitación, la regeneración y la renovación urbanas y contribuir a la creación de un mercado del alquiler más amplio que el actual”.

Resumidamente, los objetivos del Plan son:

- Adaptar el sistema de ayudas a las necesidades sociales actuales y a la escasez de recursos disponibles, concentrándolas en el fomento del alquiler y el fomento de la rehabilitación y regeneración y renovación urbanas.

- Contribuir a que los deudores hipotecarios para la adquisición de una vivienda protegida puedan hacer frente a las obligaciones de sus préstamos hipotecarios.

- Reforzar la cooperación y coordinación interadministrativa, así como fomentar la corresponsabilidad en la financiación y en la gestión.

- Mejorar la calidad de la edificación y, en particular, de su eficiencia energética, de su accesibilidad universal, de su adecuación para la recogida de residuos y de su debida conservación. 

- Contribuir a la reactivación del sector inmobiliario desde el fomento del alquiler y el apoyo a la rehabilitación de edificios y a la regeneración urbana.

Para la consecución de sus objetivos, el Plan se estructura en los siguientes 8 Programas:

1. Programa de subsidiación de préstamos convenidos.

2. Programa de ayuda al alquiler de vivienda.

3. Programa de fomento del parque público de vivienda de alquiler.

4. Programa de fomento de la rehabilitación edificatoria.

5. Programa de fomento de la regeneración y renovación urbanas.

6. Programa de apoyo a la implantación del informe de evaluación de los edificios.

7. Programa para el fomento de ciudades sostenibles y competitivas.

8. Programa de apoyo a la implantación y gestión del Plan.

El Programa de subsidiación de préstamos convenidos pretende mantener las ayudas reguladas en los Planes Estatales de Vivienda anteriores que cumplan con el ordenamiento vigente en la materia.

El Programa de ayuda al alquiler de vivienda tiene por objeto facilitar el acceso y permanencia en una vivienda en régimen de alquiler a sectores de población con escasos medios económicos.

Los beneficiarios de este programa mayores de edad, en condiciones de suscribir un contrato de arrendamiento de vivienda, que será su residencia habitual y permanente. Los ingresos deben ser inferiores al límite máximo de ingresos de la unidad de convivencia que da acceso a la ayuda prevista en el artículo 12.5 (en función del nº de miembros de la unidad de convivencia) o excepcionalmente a 3 veces el IPREM. La renta será igual o inferior a 600 euros mensuales.

No pueden ser beneficiarios los propietarios o arrendatarios de alguna vivienda en España, los que tengan relación de parentesco o societaria con el arrendador.

Estas ayudas no pueden compatibilizarse con otras que, por los mismos conceptos, puedan conceder las CC. AA. o las Corporaciones Locales.

El Programa de fomento del parque público de vivienda de alquiler, tiene por objeto el fomento para la creación de este parque  sobre suelos o edificios de titularidad pública. 

La vivienda no superará los 90 m2 de superficie útil. Puede ser de dos tipos :alquiler en rotación o alquiler protegido (en función de los ingresos de la unidad de convivencia). Pueden ser calificadas así las viviendas de nueva construcción o procedentes de la rehabilitación de edificios públicos que se vayan a destinar, por un plazo no inferior a 50 años, en un porcentaje mínimo del 50% del nº total de viviendas, al arrendamiento a inquilinos en rotación, siempre que el resto de las vivienda se califique como de alquiler protegido

Obligatoriamente deben edificarse en suelo público con la posibilidad de cesión gratuita entre administraciones públicas o constituyendo derechos de superficie o concesiones administrativas. Admite la posibilidad de que puedan utilizarse con esta finalidad suelos dotacionales, cuando la normativa urbanística lo autorice.

En este programa son beneficiarios de las ayudas las Administraciones Públicas, las fundaciones y asociaciones declaradas de utilidad pública, las ONGs y demás entidades privadas sin ánimo de lucro; siendo prioritarias aquellas actuaciones en las que las CC. AA. o los Ayuntamientos comprometan cofinanciación.

El precio del alquiler viene fijado mediante el establecimiento de unos máximos. La selección de los arrendatarios corresponde a los entes públicos, si bien el 30% de la oferta de vivienda de alquiler en rotación debe reservarse a facilitar el acceso a la vivienda a sectores de población que estén atendidos por los servicios sociales.

El objeto del Programa de fomento a la rehabilitación edificatoria es la financiación de obras de mantenimiento e intervención en las instalaciones fijas y equipamiento propio, y en los elementos y espacios privativos comunes, de edificios de vivienda colectiva finalizados antes de 1981, en los que, al menos, el 70% de la superficie sobre rasante tenga uso de vivienda y que, al menos, el 70% de las viviendas sea el domicilio habitual de sus propietarios o arrendatarios. Excepcionalmente, se admitirán en este programa edificios que no reúnan esas características si presentan graves daños estructurales y se destinen íntegramente al alquiler durante al menos 10 años desde la recepción de las ayudas. En este último caso, debe constar esta circunstancia en el Registro de la Propiedad.

Las actuaciones subvencionables de este Programa se dirigen a:

1. Conservación. Son obras detectadas en el informe de ITE relativas al estado de conservación de la cimentación estructura e instalaciones; estado de conservación de cubiertas, azoteas, fachadas y medianeras u otros elementos comunes en bienes catalogados; las obras en instalaciones comunes de electricidad, fontanería, gas, saneamiento, recogida y separación de residuos y telecomunicaciones.

2. Mejora de la calidad y la sostenibilidad. Incluye todo tipo de obras para mejorar la envolvente térmica del edificio, utilización de energías renovables, ahorro de agua, eficiencia energética de las instalaciones comunes de ascensores, protección contra el ruido, etc…

3. Ajustes razonables en materia de accesibilidad. Instalación de ascensores, rampas, etc…

El Programa de fomento de la regeneración y renovación urbanas tiene por objeto la financiación de la realización conjunta de obras de rehabilitación en edificios y viviendas, de urbanización o reurbanización de espacios públicos y, en su caso, de edificación en sustitución de edificios demolidos, dentro de ámbitos de actuación previamente delimitados, con la finalidad de mejorar los tejidos residenciales, y recuperar funcionalmente conjuntos históricos, centros urbanos, barrios degradados y núcleos rurales.

Son actuaciones subvencionables.

1. La ejecución de obras o trabajos de mantenimiento e intervención en edificios y viviendas, instalaciones fijas, equipamiento propio y elementos comunes, a fin de adecuarlos a la normativa vigente. 

2. La ejecución de obras de mejora de la calidad y sostenibilidad del medio urbano, tales como las de urbanización y reurbanización material de los espacios públicos (pavimentación, jardinería, infraestructuras, instalaciones, servicios de abastecimiento de agua, saneamiento, suministro energético, alumbrado, recogida, separación y gestión de residuos, telecomunicaciones y utilización del subsuelo), mejora de la accesibilidad de los espacios públicos, mejora de la eficiencia ambiental en materia de agua, energía, uso de materiales, gestión de residuos y protección de la biodiversidad.

3. Las obras de demolición y edificación de viviendas de nueva construcción con la condición de que los nuevos edificios tengan una calificación energética mínima B, y cumplan en todo caso con las exigencias del CTE.

Se incluyen en las actuaciones subvencionables los honorarios profesionales, el coste de redacción de proyectos, los costes de los programas de realojo temporal de los ocupantes legales de inmuebles que deban ser desalojados de su vivienda habitual y los gastos de los equipos y oficinas de planeamiento, información, gestión y acompañamiento social de actuaciones subvencionables.

El coste total de las actuaciones subvencionables constituirá el presupuesto protegido de la actuación y no podrá superar los costes medios de mercado.

El decreto establece unas condiciones particulares a este programa. El ámbito territorial de la actuación debe estar delimitado por la Administración Pública, puede ser continuo o discontinuo, pero debe comprender como mínimo 100 viviendas, con algunas excepciones. Al menos el 60% de la edificabilidad sobre rasante debe estar destinada al uso residencial de vivienda habitual.

Las CC. AA. deben remitir al Ministerio de Fomento las propuestas de actuación, que deben ser compatibles con su plan estratégico global, debiendo presentar la documentación con carácter previo a la adopción del acuerdo  de la comisión bilateral de seguimiento.

Son beneficiarios los que asuman la responsabilidad de la ejecución integral de la actuación, siendo la financiación proporcional en caso de que sean varios los beneficiarios. No pueden serlo los que hayan recibido ayudas del programa de rehabilitación edificatoria.

En lo que respecta al Programa para el fomento de ciudades sostenibles y competitivas, éste financia la ejecución de proyectos de especial trascendencia, basados en unas líneas estratégicas temáticas que se definirán en los proyectos que pueden ser objeto de convocatoria pública, con los objetivos siguientes:

a) Mejora de barrios.

b) Centros y cascos históricos.

c) Renovación de áreas funcionalmente obsoletas. 

d) Renovación de áreas para la sustitución de infravivienda. 

e) Ecobarrios.

f) Zonas turísticas. 

Merece especial interés estas últimas actuaciones. En los ecobarrios se pretende la regeneración urbana en áreas residencial en las que destaque el impulso de la sostenibilidad ambiental en los edificios y espacios públicos. En las zonas turísticas se pretende la regeneración, esponjamiento y renovación urbanas en zonas turísticas con síntomas de obsolescencia o degradación, sobrecarga urbanística y ambiental o sobreexplotación de recursos y que planteen una mejora y reconversión de las mismas hacia un modelo turístico más sostenible, competitivo y de mayor calidad.

Todos estos proyectos se circunscribirán a un único término municipal, deben contener la delimitación precisa del área de actuación, que tendrá carácter homogéneo y continuidad geográfica, así como la descripción de la situación urbanística y social de la misma. El proyecto debe justificar la conveniencia de la propuesta de actuación, e incluir una memoria descriptiva de la misma y de viabilidad técnica y económica de la actuación. Serán seleccionados mediante un procedimiento abierto y en régimen de concurrencia competitiva, por medio de las oportunas convocatorias realizadas por las CC.AA.

En este caso pueden ser beneficiarios además de los propietarios únicos de edificios, etc…, las administraciones públicas. En ningún caso lo serán quienes hayan sido beneficiarios, en el mismo ámbito, de ayuda de los programas de rehabilitación edificatoria y regeneración y renovación urbanas.

Igualmente, está previsto un Programa de apoyo a la implantación del informe de evaluación de los edificios, que incluya el análisis de las condiciones de accesibilidad, eficiencia energética y estado de conservación, mediante una subvención que cubra  parte de los honorarios profesionales de la emisión del informe. Son beneficiarios las comunidades de propietarios y los vecinos de edificios de uso predominantemente residencial, que cuenten con este informe de evaluación antes de 2016.

El Decreto establece para cada uno de los 8 programas el tipo y cuantía de las ayudas y las normas sobre gestión de las subvenciones. También regula el control y evaluación.

El Anexo I del R. D. considera sectores preferentes para la obtención de financiación a los que vienen definidos en la legislación específica, sin perjuicio de los nuevos que determinen las CC.AA., tales como las familias numerosas, las mujeres víctimas de violencia de género, las personas con discapacidad, las personas afectadas por desahucios y sujetas a medidas de flexibilización de las ejecuciones hipotecarias y las víctimas del terrorismo. 

Finalmente, merece la atención detenerse en la D. A. 3ª del R. D. L., que define las viviendas que en adelante tendrán la consideración de vivienda protegida a los efectos de lo establecido en la normativa estatal y, en su caso, autonómica; sin perjuicio del mantenimiento del régimen de las distintas viviendas protegidas existentes al amparo de su correspondiente régimen normativo de aplicación. A partir de su entrada en vigor, se entenderá por vivienda protegida toda aquella que cuente con la calificación correspondiente de las CC. AA., por cumplir los requisitos de uso, destino, calidad, precio máximo establecido (tanto para venta como para alquiler) y, en su caso, superficie y diseño, así como cualesquiera otros establecidos en la normativa correspondiente. Deben cumplir, como mínimo, los requisitos siguientes:

- La vivienda protegida deberá destinarse a residencia habitual y permanente del propietario o del inquilino.

- Deben contar con un precio máximo de venta de la vivienda protegida en venta o un alquiler máximo de referencia de la vivienda protegida en alquiler.

- Superficie útil máxima de 90 m2, sin incluir, en su caso, una superficie útil máxima adicional de 8 m2 para trasteros anejos y de otros 25 m2 destinados a una plaza de garaje o a los anejos destinados a almacenamiento de útiles necesarios para el desarrollo de actividades productivas en el medio rural.

Cabe preguntarse cuáles son los efectos jurídicos inmediatos de esta nueva definición. En principio, y supuesto que tanto el artículo 10 del Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Suelo, como la totalidad de las leyes urbanísticas autonómicas prevén la obligatoria reserva de suelos para su destino a vivienda protegida en un determinado porcentaje de la edificabilidad residencial, debe entenderse que esta previsión del planeamiento general o parcial no resulta alterada. Ahora bien, no está tan clara esta conclusión en el caso del procedimiento de otorgamiento de las licencias urbanísticas de edificación. Hasta ahora bastaba que el uso de vivienda protegida estuviera previsto en el instrumento de reparcelación urbanística. A partir de ahora, pudiera pensarse que en el procedimiento de otorgamiento de la licencia de edificación las viviendas deberán contar con la calificación del órgano autonómico competente, expresivo de que cumplen los requisitos establecidos en el real decreto. En cualquier caso, pudiera no ser admisible un proyecto de construcción de viviendas protegidas, que no reunieran esos requisitos.

A mayor abundamiento, ya no reciben ayudas (al menos, la normativa estatal no las contempla) la compraventa de vivienda protegida, salvo en lo concerniente a las ayudas concedidas con arreglo a los planes estatales anteriores. ¿Significa esta previsión que, al optar por la creación de un parque público de vivienda protegida en alquiler, está condenando a la desaparición a la vivienda protegida en régimen de compra-venta? Habrá que esperar al desarrollo autonómico y a la dotación presupuestaria.

A continuación me referiré a dos reales decretos que obedecen a la exigencia de incorporar al derecho español la regulación de la certificación energética y de las instalaciones térmicas en los edificios, prevista en la Directiva 2010/31/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 19 de mayo de 2010, relativa a eficiencia energética de los edificios.

En primer lugar, me detendré en el Real Decreto 235/2013, de 5 de abril, por el que se aprueba el procedimiento para la certificación de la eficiencia energética de los edificios. (BOE núm. 89, de 13 de abril).

Este R. D. transpone parcialmente la Directiva 2010/31/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 19 de mayo de 2010, en lo relativo a la certificación de eficiencia energética de edificios, al tiempo que refunde el Real Decreto 47/2007, de 19 de enero, con la incorporación del Procedimiento básico para la certificación de eficiencia energética de edificios existentes.

Obliga a poner a disposición de los compradores o usuarios de los edificios un certificado de eficiencia energética, que debe incluir información objetiva sobre la eficiencia energética del edificio y valores de referencia tales como requisitos mínimos de eficiencia energética con el fin de que los propietarios o arrendatarios del edificio o de una unidad de éste puedan comparar y evaluar su eficiencia energética. 

Como una auténtica declaración de intenciones, la D. A. 2ª dispone que todos los edificios nuevos que se construyan a partir del 31 de diciembre de 2020 serán edificios de consumo de energía casi nulo, cuyos requisitos mínimo serán los que en su momento determine el CTE.

El objeto del procedimiento básico que regula el decreto es el establecimiento de las condiciones técnicas y administrativas para realizar esas certificaciones de eficiencia energética y la metodología del cálculo de su calificación, considerando los factores que más incidencia tienen en el consumo de energía de los edificios, con la finalidad de promover la eficiencia energética, mediante una información obligatoria.

El ámbito de aplicación del procedimiento básico son los edificios de nueva construcción, los edificios o partes de edificios existentes que se vendan o alquilen a un nuevo arrendatario, siempre que no dispongan de un certificado en vigor y aquellos en los que una autoridad pública ocupe una superficie útil total superior a 250 m2 y que sean frecuentados habitualmente por el público.

Están excluidos los edificios y monumentos protegidos, los destinados exclusivamente como lugares de culto y para actividades religiosas, las construcciones provisionales con un plazo previsto de utilización igual o inferior a dos años, los industriales o agrícolas, en la parte destinada a talleres, procesos industriales, de la defensa y agrícolas no residenciales, los aislados con una superficie útil total inferior a 50 m2, los que se compren para reformas importantes o demolición y aquellos edificios existentes de viviendas, cuyo uso sea inferior a 4 meses/año, o bien durante un tiempo limitado al año y con un consumo previsto de energía inferior al 25 % de lo que resultaría de su utilización durante todo el año, siempre que así conste mediante declaración responsable del propietario de la vivienda.

La responsabilidad de encargar la certificación de eficiencia energética es del propietario del edificio o promotor. En edificios de viviendas de titularidad jurídica diferente alternativamente puede ser una certificación única para todo el edificio o para una o varias viviendas o locales, siempre que tengan las mismas características energéticas. En caso de locales destinados a un uso independiente, siempre que no esté definido en el proyecto del edificio, la certificación será exigible antes de la obtención de la apertura del local.

El decreto distingue según se trate de un edificio de nueva construcción o de uno existente. En el primer caso, la certificación de eficiencia energética tiene dos fases. En fase de proyecto, se incorpora al proyecto de ejecución, y una vez terminado el edificio, el certificado expresará que se ha ejecutado según lo previsto en el proyecto de ejecución y que se alcanza la calificación indicada en la certificación que obra en ese proyecto. En el caso de edificios existentes, el decreto solo exige que esté suscrito por técnico competente libremente elegido por la propiedad del inmueble.

Se atribuye a las Comunidades Autónomas la obligación de implantar un sistema de control independiente de los certificados de eficiencia energética, mediante una selección al azar de una proporción estadísticamente representativa de los certificados expedidos anualmente. Puede delegarse esta responsabilidad en agentes independientes autorizados. Cuando la calificación que resulte de este control externo sea diferente de la inicialmente obtenida, se concederá un plazo de subsanación.

Igualmente, a la entrada en vigor del decreto las CC. AA. deben habilitar un registro de certificaciones, que permita las labores de inspección, control técnico y administrativo. En el plazo de 3 meses desde la entrada en vigor se establecerá un inventario de los certificados registrados desde la entrada en vigor del RD 47/2007 y se informará de esta circunstancia a los Ministerios de Fomento y de Industria, Energía y Turismo. A partir de esa fecha, cada 6 meses facilitarán una estadística de los certificados registrados y las inspecciones realizadas.

El certificado tiene una validez máxima de 10 años, siendo el propietario el responsable de su renovación o actualización.

La obtención del certificado da derecho a utilizar la etiqueta de eficiencia energética, cuya exhibición en lugar destacado y visible es obligatoria para los edificios de titularidad privada frecuentados habitualmente por el público, con una superficie útil total superior a 500 m2 y para los edificios ocupados por autoridades públicas en los mismos casos pero con una superficie útil de 250 m2. En los demás casos, la exhibición pública de la etiqueta es voluntaria. 

También se regula la Comisión asesora para la certificación de eficiencia energética de edificios y el régimen sancionador.

Mención especial merece el tratamiento al que se someten a las Administraciones Públicas:

1. Permite que los certificados, controles externos e inspección puedan realizarse por técnicos competentes de cualquiera de los servicios de esas Administraciones Públicas (D. A. 1ª)

2. A diferencia de los edificios de titularidad privada, todos los edificios nuevos cuya construcción se inicie a partir del 31 de diciembre de 2018 que vayan a estar ocupados y sean de titularidad pública, serán edificios de consumo de energía casi nulo; esto es, reduce dos años el plazo concedido a los edificios de uso privado.

3. Los edificios o unidades de edificios existentes ocupados por una autoridad pública frecuentados habitualmente por público, deben obtener el certificado de eficiencia energética y tienen la obligación de exhibir su etiqueta de eficiencia energética:

- a partir del 1 de junio de 2013, cuando su superficie útil total sea superior a 500 m2,

- desde el 9 de julio de 2015, cuando su superficie útil total sea superior a 250 m2, y 

- desde el 31 de diciembre de 2015, cuando su superficie útil total sea superior a 250 m2 y esté en régimen de arrendamiento.

Resulta bastante difícil que, en poco más de mes y medio, las administraciones públicas obtengan la certificación de eficiencia energética y la etiqueta acreditativa de la misma.

También hay que mencionar el Real Decreto 238/2013, de 5 de abril, por el que se modifican determinados artículos e instrucciones técnicas del Reglamento de Instalaciones Térmicas en los Edificios, aprobado por Real Decreto 1027/2007, de 20 de julio. (BOE núm. 86, de 10 de abril).

Las modificaciones introducidas tienen la doble finalidad de incorporar a nuestro ordenamiento jurídico las obligaciones derivadas de la mencionada Directiva 2010/31/UE, en lo relativo a las instalaciones térmicas de los edificios, y de actualizar el vigente Reglamento de Instalaciones Térmicas en los Edificios (RITE), adaptándolo a las nuevas necesidades de ahorro y eficiencia energética.

Por otra parte, la Ley 38/1999, de 5 de noviembre, de Ordenación de la Edificación, establece, dentro de los requisitos básicos de la edificación relativos a la habitabilidad, el de ahorro de energía. Dentro de las exigencias básicas de calidad de los edificios y sus instalaciones, como exigencias básicas de ahorro de energía, el CTE, aprobado por R. D. 314/2006, de 17 de marzo, se incluye el rendimiento de las instalaciones térmicas cuyo desarrollo reglamentario se ha efectuado a través del RITE.

En conclusión, podemos aventurar que la crisis del mercado inmobiliario orienta el sector hacia otros derroteros. El auge desmesurado de la construcción de edificios residenciales está dando paso al fomento de la calidad de las construcciones, tanto nuevas como existentes, siendo puntales de esa calidad la rehabilitación edificatoria, la regeneración y renovación urbanas, el fomento de ciudades sostenibles y competitivas, la implantación de la inspección técnica de los edificios así como la implantación de mecanismos de ahorro energético, mediante la certificación de eficiencia energética.

2. COMUNIDADES AUTONOMAS.

La legislación autonómica en materia de ordenación del territorio, urbanismo y vivienda durante este periodo ha sido más bien escasa. Son contados los casos en los que se han introducido modificaciones en las leyes autonómicas de ordenación del territorio o urbanísticas. No obstante, se observa una gran preocupación por paliar los efectos negativos de los desahucios hipotecarios, que han motivado la modificación de la legislación de vivienda en varias Comunidades Autónomas, con el fin de fomentar el alquiler a precios asequibles, si bien, por procedimientos diferentes.

D) ANDALUCIA

Nos referiremos, en primer lugar, al Decreto-Ley 1/2013, de 29 de enero, por el que se modifica el Decreto Legislativo 1/2012, de 20 de marzo, por el que se aprueba el Texto Refundido de la ley del Comercio Interior de Andalucía y se establecen otras medidas urgentes en el ámbito comercial, turístico y urbanístico. (BOJA núm. 25, de 5 de febrero), que, aunque su objeto principal es la regulación de los horarios y la venta en ferias de oportunidades, también introduce una modificación del artículo 35 de la Ley 7/2002, de 17 de diciembre, de Ordenación Urbanística de Andalucía, relativo a la vigencia y suspensión de los instrumentos de planeamiento, en su Disposición Adicional Tercera.

El artículo 35, en la redacción anterior a la reforma, además de referirse a la vigencia indefinida de los instrumentos de planeamiento, regulaba la facultad autonómica de suspender motivadamente los planes urbanísticos de todo o parte del contenido y ámbito territorial y para su innovación, por un plazo de hasta dos años, “cuando resulte necesario para salvaguardar la eficacia de las competencias autonómicas”, con la obligación de dictar las normas sustantivas de ordenación aplicables transitoriamente en sustitución de las suspendidas en el plazo de seis meses. Debe darse audiencia a los municipios afectados.

El nuevo apartado 3 del artículo 35 añade un caso excepcional de suspensión, a petición del municipio o municipios afectados, “cuando resulte necesario para garantizar el interés público”. La petición del municipio afectado deberá ser razonada, asumiendo expresamente las consecuencias económicas de todo orden que, en su caso, resulten de la adopción de la medida solicitada. La suspensión debe concretar el ámbito y los efectos de la misma, por un plazo máximo de hasta dos años, plazo durante el cual deberá producirse su innovación. En seis meses desde el acuerdo de suspensión, la Consejería competente en materia de urbanismo establecerá, previa información pública por un plazo mínimo de veinte días, las normas sustantivas de ordenación aplicables transitoriamente en sustitución de las suspendidas.

La D. T. 4ª del decreto ley dispone que “A los efectos previstos en el artículo 35.3 de la Ley 7/2002, de 17 de diciembre, de Ordenación Urbanística de Andalucía, se considerará cumplido el trámite de información pública en relación a las normas sustantivas de ordenación que, a la fecha de entrada en vigor del presente Decreto-Ley, hayan sido sometidas efectivamente al citado trámite y no hubiesen sido modificadas sustancialmente”, se entiende que para no reiterar trámites innecesariamente.

Mención especial merece el Decreto-Ley 6/2013, de 9 de abril, de medidas para asegurar el cumplimiento de la función social de la vivienda. (BOJA núm. 693, de 11 de abril), dada su gran repercusión mediática y social.

En primer lugar, introduce modificaciones en diversas leyes, pero la más profunda afecta a la Ley 1/2010, de 8 de marzo, Reguladora del Derecho a la Vivienda en Andalucía, incorporando el principio de subsidiariedad como rector en el ejercicio de las distintas políticas públicas previstas, siempre dentro del ámbito competencial de cada una de las Administraciones públicas de Andalucía.

Modifica sustancialmente el objeto de esa ley, al añadir los apartados 3 a 5 en el artículo 1 para delimitar el contenido esencial del derecho de propiedad de la vivienda, que define como “el deber de destinar de forma efectiva el bien al uso habitacional previsto por el ordenamiento jurídico, así como mantener, conservar y rehabilitar la vivienda con los límites y condiciones que así establezca el planeamiento y la legislación urbanística”. A estos efectos, la Administración autonómica y local, en el ámbito de sus competencias, promoverán el acceso a una vivienda digna y adecuada a través de una política de actuaciones en materia de vivienda protegida y suelo y de apoyo a la conservación, mantenimiento, rehabilitación y calidad del parque de viviendas existente. 

Incluye el ejercicio de las potestades de inspección y sanción de las infracciones tipificadas en materia de vivienda como una garantía legal del efectivo cumplimiento del derecho a una vivienda digna y adecuada. La Consejería con competencia en materia de vivienda ejercerá, en lo que se refiere a viviendas deshabitadas, las potestades de declaración, inspección y sanción a fin de garantizar el derecho a la vivienda y el efectivo uso residencial de aquéllas.

Asimismo, también modifica al artículo 10 de la Ley 1/2010, que regula las determinaciones del planeamiento en materia de vivienda, para añadir al procedimiento de tramitación de los Planes Generales un informe preceptivo de la Consejería competente, después de la aprobación inicial, que versará sobre la adecuación de sus determinaciones al Plan Andaluz de Vivienda y Suelo y a las necesidades de vivienda establecidas en el Plan Municipal de Vivienda. Se emitirá en el plazo de 3 meses, entendiéndose favorable si no se emite en plazo. En caso de que el planeamiento incluyera la ordenación detallada de las áreas o sectores, el informe se pronunciará también sobre los plazos de inicio y finalización de las viviendas protegidas previstas en las reservas de suelo. 

Pero la reforma más profunda viene con la incorporación de dos nuevos títulos: 

· el Título VI ‘De los instrumentos administrativos para evitar la existencia de viviendas deshabitadas’ (arts. 25 a 47), y

· el Título VII ‘Del ejercicio de la potestad de inspección y de la potestad sancionadora’ (arts. 48 a 68). 

También añade 5 disposiciones adicionales nuevas. Importante reforma, no solo cualitativa sino también cuantitativa, si tenemos en cuenta que, en la redacción anterior, la Ley tenía 24 artículos y una disposición adicional.

Los instrumentos que regula el nuevo Título VI de la Ley son:

1. El procedimiento para declarar las viviendas deshabitadas. 

Define como vivienda deshabitada, toda edificación que, por su estado de ejecución, cuente con las autorizaciones legales para su efectiva ocupación o que se encuentre en situación de que aquéllas se soliciten y que, conforme al planeamiento urbanístico de aplicación, tenga como uso pormenorizado el residencial o tenga autorizado el uso residencial mediante la correspondiente licencia urbanística de cambio de uso, en suelo clasificado como urbano o urbanizable. 

Establece varias presunciones de que la vivienda no está habitada, que admiten la prueba en contrario: cuando no se destine efectivamente al uso residencial previsto por el ordenamiento jurídico o el planeamiento urbanístico durante más de 6 meses consecutivos en el curso de un año desde el último día de efectiva habitación o cuando no cuente con contrato de suministro de agua o de electricidad o presente nulo o escaso consumo de suministros, calculados con base en la media habitual de consumo vivienda/año. Si estos datos no los facilitan las compañías suministradoras que presten servicio en el municipio, se estará a los índices que incorpora el Anexo de la Ley. También regula diversas indicios de no habitación; tales como, los datos del padrón de habitantes y de otros registros públicos de residentes u ocupantes, consumos anormalmente bajos o carencia de los suministros de agua, gas y electricidad, recepción de correo y notificaciones en otro lugar, utilización habitual de otros lugares para realizar comunicaciones telefónicas e informáticas, declaraciones o actos propios de la persona titular de la vivienda o de la vecindad y la negativa injustificada de la persona titular de la vivienda a facilitar comprobaciones de la Consejería competente en materia de vivienda. 

Excluye del ámbito de aplicación de la ley las edificaciones destinadas a un uso turístico (siempre que cuenten con las correspondientes licencias urbanísticas y de apertura), las viviendas de las personas físicas cuyo uso exclusivo sea el de esparcimiento o recreo y las usadas de forma efectiva mediante su arrendamiento como fincas urbanas celebrado por temporadas, sea ésta de verano o cualquier otra y el celebrado para ejercerse en la finca una actividad industrial, comercial, artesanal, profesional, recreativa, asistencial, cultural o docente, siempre que cuenten con los requisitos legales para su ejercicio, y tengan, al menos, una ocupación no inferior a treinta días en un año.

A efectos del ejercicio de la potestad sancionadora solo se considerará vivienda deshabitada aquélla de la que sea titular una persona jurídica.

Como actuaciones previas del procedimiento de declaración de viviendas deshabitadas, la ley prevé un requerimiento de información a las personas físicas o jurídicas, públicas o privadas, adecuado, pertinente y no excesivo, sin perjuicio de que pueda procederse a la investigación individualizada de situaciones de no habitación de viviendas concretas, o bien a la indagación de circunstancias no predefinidas al tiempo de la solicitud de información pero que resulten necesarias para determinar la acción de la Administración. Las actuaciones de inspección están incardinadas en el marco de los Planes de inspección en materia de vivienda.

En este trámite de requerimiento de información, cuando así sea solicitado por la Consejería competente en materia de vivienda, las compañías suministradoras de servicios, los Ayuntamientos y las entidades financieras, respectivamente, remitirán en el plazo de 30 días a computar desde la recepción y sin necesidad de contar con el consentimiento de las personas afectadas, la información que la Consejería precise sobre los consumos medios que presentan las viviendas, información procedente del último censo municipal o padrón de habitantes respecto de las viviendas en las que, conforme a las hojas padronales, no conste inscrita persona alguna e información sobre las viviendas de su titularidad que se encuentren deshabitadas con indicación, para cada una de ellas, de su ubicación detallada, referencia catastral, número de finca registral, nombre, apellidos, razón social, NIF o CIF. 

Estas actuaciones previas no interrumpen el plazo de prescripción de las infracciones que se hayan podido cometer.

El procedimiento se tramitará conforme a lo establecido en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, con las particularidades establecidas en el nuevo texto legal. Este procedimiento se entenderá con la persona titular registral o, en su defecto, con la persona titular catastral de la vivienda o grupo de viviendas, considerándose personas interesadas, igualmente, en su caso, a las titulares de derechos reales y situaciones jurídicas, inscritos y anotados en el Registro de la Propiedad.

Se iniciará mediante acuerdo de la Consejería competente en materia de vivienda, del que se dará traslado a las personas interesadas y al Registro de Viviendas Deshabitadas, al objeto de que se proceda a la apertura de hoja registral con asignación de un número identificativo provisional. En este acuerdo de inicio se especificarán los indicios de no habitación que dan lugar a la apertura del procedimiento y se abrirá el trámite de audiencia por un período de 10 días.

Si se justifica la inexistencia de los indicios de no habitación que hubiesen motivado el inicio del procedimiento contradictorio, se dictará resolución de terminación y el archivo del procedimiento, al tiempo que se anulará la anotación registral del Registro de Viviendas Deshabitadas. En otro caso, se dictará acuerdo en el que se especifiquen las medidas de fomento que se ofrezcan a la propiedad destinadas a facilitarle el arrendamiento de la vivienda y concediendo a este efecto el plazo de un mes, a contar desde la notificación del acuerdo, para que se manifieste sobre su aceptación, suspendiéndose durante este tiempo el procedimiento a los efectos del cómputo del plazo máximo de resolución.

Transcurrido el plazo de alegaciones y practicadas las pruebas que hubieran sido declaradas pertinentes, se realizará propuesta de resolución suscrita por inspector o inspectora o personal funcionario habilitado, con expresa valoración de las pruebas que, en su caso, hayan sido admitidas así como de la estimación o desestimación total o parcial de las alegaciones que se hubieren presentado. La propuesta sólo se notificará a las personas interesadas cuando la misma tenga en cuenta nuevos hechos, alegaciones, pruebas o documentos o que no sean conocidos por estas últimas.

La Resolución declarativa de vivienda deshabitada será notificada a la persona titular de la vivienda o grupo de viviendas, en todo caso, y a las demás personas interesadas que puedan resultar del procedimiento. De esta resolución se dará traslado al Registro de Viviendas Deshabitadas al objeto de proceder a su inscripción y será notificada al Ayuntamiento en cuyo término se ubique la vivienda a fin de que por el mismo se proceda, en su caso, a la aplicación del recargo del IBI.

El plazo máximo para resolver el procedimiento contradictorio para la declaración de una vivienda deshabitada y notificar su resolución será de un año desde su incoación, transcurrido el cual se producirá la caducidad.

2. El Registro de Viviendas Deshabitadas.

De carácter autonómico, se crea como un instrumento básico para el control y seguimiento de las viviendas que hayan sido declaradas deshabitadas, al servicio del ejercicio de las potestades administrativas que reconoce la presente Ley.

Tienen acceso al Registro las resoluciones declarativas de viviendas deshabitadas y otras resoluciones que reflejen actuaciones o circunstancias con incidencia en la situación de no habitación.

Su efectiva constitución conlleva la creación de un fichero de datos de titularidad pública, a los efectos previstos en la normativa sobre protección de datos de carácter personal, y con arreglo a lo establecido sobre la creación de tales ficheros en el artículo 20 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal.

Reglamentariamente se determinarán las clases de asientos, las resoluciones y actos inscribibles, los plazos y las causas de cancelación de los asientos o anulación de las hojas registrales. La D. A. 3ª establece el plazo de 2 meses para dictar las normas de rango reglamentario que regulen el funcionamiento del Registro de Viviendas Deshabitadas.

3. Actuaciones de fomento para evitar la existencia de viviendas deshabitadas.

La Consejería con competencia en materia de vivienda, en coordinación con las administraciones locales, debe impulsar políticas de fomento para asegurar el cumplimiento efectivo del destino de la vivienda al uso legalmente establecido de dar habitación e incentivar la incorporación de las viviendas deshabitadas al mercado inmobiliario. 

Esta actividad de fomento podrá consistir, entre otras, en las siguientes actuaciones, que estarán en función de la disponibilidad presupuestaria:

a) Las medidas de intermediación en el mercado del arrendamiento de viviendas que garanticen su efectiva ocupación.

b) El aseguramiento de los riesgos que garanticen el cobro de la renta, los desperfectos causados y la defensa jurídica de las viviendas alquiladas.

c) Las medidas fiscales que determinen las respectivas Administraciones Públicas en el ejercicio de sus competencias.

d) Las subvenciones para personas propietarias y arrendatarias y entidades intermediarias, que se instrumentarán a través de los programas contenidos en los planes de vivienda, sin perjuicio de la posibilidad de otorgar subvenciones de carácter excepcional cuando se acrediten razones de interés público, social, económico, o humanitario, u otras debidamente justificadas que dificulten su convocatoria y siempre con los requisitos que establece la normativa de aplicación.

La D. A. 1ª crea el Observatorio de la Vivienda de Andalucía, con funciones de planificación, estudio y análisis del entorno y de la realidad social y económica andaluza del sector de la vivienda, y colaborará en los trabajos que sobre esta materia pueda realizar cualquier otro órgano público. Posibilita la participación de miembros propuestos por las organizaciones sociales y empresariales representativas de colectivos y agentes del sector de la vivienda que manifiesten interés en colaborar en las tareas que se establezcan. Deberá constituirse en los 6 meses posteriores a la fecha de entrada en vigor de la presente Ley.

El nuevo Título VII de la Ley regula el ejercicio de la potestad de inspección y de la potestad sancionadora.

De la primera de las potestades destaca la previsión de unos criterios generales de planificación tanto para la elaboración del Plan de Inspección como para su ejecución y desarrollo. También se refiere al Plan de Inspección en materia de vivienda, que será aprobado mediante Orden de la persona titular de la Consejería con competencia en materia de vivienda y elaborado a partir de las propuestas que realicen los órganos directivos, centrales y periféricos y entidades instrumentales con incidencia en este ámbito competencial.

Tiene carácter reservado, sin perjuicio de la publicidad de los criterios en los que se inspire y de las líneas genéricas de la actuación inspectora, y contiene los criterios sectoriales, territoriales, cuantitativos o de cualquier otro tipo, así como orden de prioridades que vayan a servir para seleccionar los ámbitos, objetivos, inmuebles y viviendas objeto de las actuaciones inspectoras, así como la determinación, aproximada o concreta, del tipo y número de éstas que deban realizarse.

Su vigencia máxima es de dos años, prorrogable por una anualidad.

La ley indica el contenido mínimo de estos Planes.

En lo que se refiere a la potestad sancionadora, considera infracción muy grave no dar efectiva habitación a la vivienda, pero solamente en el caso de que el titular de la misma sea una persona jurídica, bien en régimen de pleno dominio, bien como titular de una participación mayoritaria en un condominio sobre la misma; arrendar, transmitir o ceder el uso de inmuebles para su destino a vivienda sin cumplir las condiciones de seguridad e incumplir el deber de conservación y rehabilitación, si supone un riesgo para la seguridad de las personas o un incumplimiento de un programa previo de rehabilitación forzosa.

Cuando en estos casos lo que se incumple son las condiciones de habitabilidad y no de seguridad, la infracción es grave (si el incumplimiento del deber de conservación y rehabilitación supone una afección leve a las condiciones de habitabilidad, la infracción será igualmente leve). También es grave la reiteración, una vez advertida la infracción, ante la negativa a suministrar datos a la Administración o ante la obstrucción a las funciones de información, control o inspección.

La ley también regula la responsabilidad y cuando ésta es solidaria o subsidiaria, así como los casos de muerte de la persona física o extinción de las jurídicas responsables de las infracciones.

Prevé la imposición de multas coercitivas no sancionadoras como medidas de reconducción y como medidas sancionadoras la imposición de sanciones. La cuantía mínima de las multas-sanción no puede ser inferior a 1.000 euros. Las infracciones muy graves se sancionan con una multa de hasta 9.000 euros. Las graves, con una multa de hasta 6.000 euros y las leves, con una multa de hasta 3.000 euros. Cuando las infracciones afecten a varias viviendas, aunque pertenezcan a la misma promoción, podrán imponerse tantas sanciones como infracciones se hayan cometido respecto de cada vivienda cuando la conducta infractora sea individualizada en relación con viviendas concretas.

La D. A. 4ª desregula las cuantías de las sanciones al prever que puedan ser revisadas y actualizadas por el Consejo de Gobierno. 

La ley regula otras sanciones accesorias:

a) La inhabilitación de la persona jurídica o entidad infractora para promover o participar en promociones de viviendas protegidas o en actuaciones de edificación o rehabilitación con financiación pública durante el plazo máximo de tres años, en los supuestos de infracciones graves, o de seis años, en los supuestos de infracciones muy graves.

b) Para las infracciones graves o muy graves la pérdida de la condición de Agencia de Fomento del Alquiler o de entidad intermediaria homologada como agente colaborador a los efectos de esta Ley conforme a la norma de homologación que resulte de aplicación.

En determinados casos, que especifica la ley, si se procede a la restitución del bien jurídico protegido cabe la aplicación de una reducción de un 50 % a un 80 % de la sanción que deba imponerse o se haya impuesto en el procedimiento sancionador. Es curioso que, en el caso de que se hubiera practicado la reducción de la sanción y ésta se impugna supondrá la exigencia del importe de la reducción practicada sin más requisito que la notificación de tal circunstancia, computándose a partir de esta notificación los plazos para su ingreso en periodo voluntario.

Las cantidades recaudadas por estos conceptos ingresarán en el patrimonio público de suelo de la Administración actuante para su destino, con carácter finalista, a la financiación de políticas públicas que fomenten la efectividad del derecho a la vivienda. A este respecto, se recuerda que los patrimonios públicos de suelo también tienen otros destinos distintos de éste.

Llama la atención que, cuando el texto se refiere al plazo máximo de resolución del procedimiento sancionador, que será de un año contado desde la notificación del acuerdo de inicio del procedimiento, aclara que se entiende que el procedimiento concluye en la fecha de notificación del acto administrativo de resolución pero matiza que “a los solos efectos de entender cumplida la obligación de notificar dentro del plazo máximo de duración del procedimiento, será suficiente acreditar que se ha realizado un intento de notificación que contenga el texto íntegro de la resolución, sin perjuicio de que, si así procede, haya de practicarse el segundo intento de notificación en cumplimiento de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre”. Entiendo que este matiz incluye una modificación de la legislación básica en materia de procedimiento administrativo común, y como tal contraria a la distribución constitucional de competencias. La notificación de un acto administrativo no se produce hasta tanto ocurren dos circunstancias, o bien el administrado recibe la notificación o bien, en caso de imposibilidad de la recepción, se produce la publicación en el Boletín Oficial correspondiente. Recordemos que se trata de un procedimiento sancionador, no de cualquier otra clase de procedimiento administrativo.

El vencimiento del plazo sin que se haya notificado resolución expresa producirá la caducidad del procedimiento.

La nueva D. A. 2ª introducida, impone a Notarios y Registradores de la Propiedad el deber de colaborar informando a la Administración de cualesquiera actos, escrituras o documentos con trascendencia a efectos del ejercicio de las competencias inspectoras o sancionadoras que esta Ley reconoce a las Administraciones Públicas.

Finalmente, merecen mención especial las dos disposiciones adicionales del Decreto Ley 6/2013.

La D. A. 1ª obliga a la aprobación, en el plazo de un mes a contar desde la entrada en vigor del presente Decreto-ley, de un Plan extraordinario de inspección, con inclusión de aquellas medidas de orden prioritario que, en el marco del ejercicio de la potestad sancionadora y de inspección, contribuyan a mitigar de forma urgente los efectos perjudiciales que la no habitación de las viviendas producen en el derecho de acceso a la vivienda, en los concretos ámbitos materiales o geográficos que en aquél se determinen.

Pero la que más especulaciones ha causado ha sido la D. A. 2ª, que regula la declaración del interés social a efectos de expropiación forzosa de la cobertura de necesidad de vivienda de personas en especiales circunstancias de emergencia social. El procedimiento aquí regulado es una medida excepcional para casos también excepcionales.

El Decreto-Ley declara de interés social la cobertura de necesidad de vivienda de las personas en especiales circunstancias de emergencia social incursas en procedimientos de desahucio por ejecución hipotecaria, a efectos de expropiación forzosa del uso de la vivienda objeto del mismo por un plazo máximo de tres años a contar desde la fecha del lanzamiento acordado por el órgano jurisdiccional competente. Los requisitos de esta expropiación del uso son:

- Ámbito subjetivo. Los beneficiarios de la expropiación de uso son personas en grave riesgo de exclusión social, que tengan su residencia habitual y permanente en la vivienda objeto de ejecución hipotecaria, siendo su única vivienda en propiedad y no posean ningún miembro de la unidad familiar que conviva en la vivienda objeto de ejecución hipotecaria la titularidad de ninguna vivienda, que tengan la condición inicial de propietarios y deudores hipotecarios, que el lanzamiento pueda generar una situación de emergencia o exclusión social y que se cumplan una serie de requisitos de carácter económico, tales como un menoscabo importante de las condiciones económicas, entendiendo por tal que el esfuerzo de la carga hipotecaria de la unidad familiar se haya multiplicado, al menos, 1,5 y suponga más de un tercio de los ingresos familiares.

- Ámbito objetivo. Solamente se aplica a las viviendas incursas en procedimientos de desahucio instado por entidades financieras, o sus filiales inmobiliarias o entidades de gestión de activos, en los cuales resulte adjudicatario del remate una entidad financiera, o sus filiales inmobiliarias o entidades de gestión de activos y todo ello sin perjuicio de lo dispuesto en la normativa básica estatal.

- Límite temporal. La expropiación de uso tiene un límite temporal de 3 años.

- Procedimiento. En el procedimiento se seguirá lo dispuesto en la legislación de expropiación forzosa y la resolución que dé inicio al mismo se comunicará al órgano judicial que conozca del procedimiento de ejecución hipotecaria de que se trate.

El interés social y la necesidad de ocupación, a efectos de expropiación forzosa temporal del uso de viviendas, será declarada motivadamente por Decreto del Consejo de Gobierno, previa información pública. 

La expropiación regulada por este DL se declarará de urgente ocupación, a los efectos del artículo 52 LEF. En el acta de ocupación se indicará la forma en que la propiedad recuperará el uso de la vivienda una vez transcurrido el plazo de expropiación. El D. L. reconoce el derecho de reversión en caso de que las circunstancias de la persona beneficiaria se modifiquen antes de transcurrir los tres años. 

Para el inicio del procedimiento de expropiación forzosa, la persona interesada deberá aportar, además de la solicitud dirigida al efecto y de la documentación acreditativa del proceso de ejecución hipotecaria en el que su vivienda se encuentre incursa, una extensa documentación acreditativa de la situación económica de la persona interesada, de los ingresos por los miembros de la unidad familiar, en los términos establecidos para la persona beneficiaria. También debe acreditar el número de personas que habitan la vivienda y la titularidad de los bienes; así como aportar informe de los Servicios Sociales Comunitarios del municipio sobre la situación de emergencia o exclusión social en que puede quedar el beneficiario en caso de lanzamiento.

Las solicitudes se tramitarán según el orden riguroso de incoación, salvo que, en supuestos de especial vulnerabilidad o en el caso de que el lanzamiento sea inminente, se dicte resolución motivada, de la que quedará constancia, estableciendo una preferencia distinta.

- Contribución al pago del justiprecio. La persona beneficiaria está obligada al pago a la Administración expropiante de una cantidad en concepto de contribución al pago de justiprecio, en cuantía no superior al 25% de los ingresos de la unidad familiar que conviva en la misma, ni superior a la cuantía del justiprecio.

En todo caso, lo establecido en esta disposición estará en función de las disponibilidades presupuestarias.

También se han introducido modificaciones en las leyes siguientes:

- La Ley 13/2005, de 11 de noviembre, de Medidas para la Vivienda Protegida y el Suelo, imponiendo a las entidades financieras la obligación de comunicar a la Administración autonómica la adquisición de viviendas protegidas ubicadas en Andalucía y estableciendo como infracción el hecho de no poner la vivienda protegida a disposición de los Registros de demandantes de vivienda protegida, en los casos de adjudicación por ejecución hipotecaria o impago de la deuda.

Añade 3 disposiciones adicionales sobre plazos de resolución y notificación de los procedimientos sancionadores en materia de vivienda protegida, sobre el deber de comunicación de las entidades financieras relativo a viviendas protegidas y sobre la realización de la función inspectora en esta materia de vivienda protegida.

- La Ley 9/2001, de 12 de julio, por la que se establece el sentido del silencio administrativo y los plazos de determinados procedimientos como garantías procedimentales para los ciudadanos.

- La Ley 8/1997, de 23 de diciembre, por la que se aprueban medidas en materia tributaria, presupuestaria, de empresas de la Junta de Andalucía y otras entidades, de recaudación, de contratación, de función pública y de fianzas de arrendamientos y suministros, que atribuye a la Consejería competente en materia de vivienda las obligaciones inherentes al depósito de fianzas tras la suscripción de un contrato de arrendamiento.

- Acuerdo de 2 de abril de 2013, del Consejo de Gobierno, por el que se formula el Plan Andaluz de Vivienda y Rehabilitación. (BOJA núm. 71, de 15 de abril).

En realidad este acuerdo no formula ningún Plan de Vivienda sino que acuerdo la formulación del mismo. La exposición de motivos indica que el Plan tendrá la consideración de Plan con incidencia en la Ordenación del Territorio.

El Plan es el instrumento encargado de concretar las políticas de vivienda y rehabilitación de la Comunidad Autónoma, establecidas en la Ley 1/2010, de 8 de marzo, reguladora del derecho a la vivienda en Andalucía, y su contenido mínimo será:

a) Un análisis y evolución del sector de la vivienda en Andalucía, con expresión de los resultados habidos en los planes precedentes.

b) Los objetivos y prioridades en materia de vivienda protegida y suelo, así como su distribución territorial.

c) La definición de las distintas actuaciones públicas en materia de vivienda, suelo y rehabilitación.

d) La previsión de financiación y modalidades de ayudas autonómicas que correspondan, así como la gestión de las ayudas estatales.

e) Las condiciones de acceso a las actuaciones protegidas en materia de vivienda, suelo y rehabilitación que se recogen en el Plan.

f) Las medidas complementarias que resulten necesarias para alcanzar los objetivos contemplados en el Plan.

g) Las medidas para el seguimiento y aplicación del Plan.

Establece el procedimiento de elaboración, participación y tramitación. La elaboración corresponde a la Consejería competente en materia de vivienda, habrá de ser oída la asociación de municipios y provincias de mayor implantación en la C. A. de Andalucía y también participarán aquellos órganos y entidades de la Administración de la Junta de Andalucía que se consideren afectados en razón de sus competencias, instituciones, agentes económicos y sociales, asociaciones de promotores, de consumidores y usuarios, de vecinos y entidades representativas y otros colectivos sociales vinculados con el ámbito de la vivienda.

El Plan Andaluz de Vivienda y Rehabilitación deberá estar aprobado en el plazo de ocho meses, a partir del día siguiente al de la publicación del presente Acuerdo en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

Hasta la entrada en vigor del nuevo Plan, podrán presentarse, sin derecho a obtener ayudas públicas, solicitudes de calificación de actuaciones protegidas, al amparo de lo dispuesto en el Plan Concertado de Vivienda y Suelo 2008-2012.

I) COMUNIDAD VALENCIANA

- Decreto 49/2013, de 12 de abril, del Consell, por el que se aprueba el Catálogo del Sistema Viario de la Comunitat Valenciana. (DOCV núm. 7003, de 15 de abril).

Este Catálogo del Sistema Viario de la Comunidad valenciana conlleva la clasificación y cesión de los viarios. La cesión constituye una mutación demanial externa, de acuerdo con lo previsto en la legislación de patrimonio de la administración y se atribuye la titularidad de los mismos, lo que conlleva la cesión 

Además de regular el régimen jurídico de la cesión, entre los aspectos particulares de esta cesión, el artículo 7 del decreto se refiere a la modificación del trazado de esos viales en el planeamiento urbanístico. En caso de que los suelos destinados a viales hubiesen sido adquiridos por expropiación, si con motivo de la modificación del planeamiento éstos dejan de calificarse como tales viarios, el artículo 7 prevé que los propietarios expropiados podrán ejercer el derecho de reversión de los tramos transferidos. En el caso de no ejercer esta facultad en el plazo y en la forma reglamentada, revertirá automáticamente a la administración cedente la titularidad de los terrenos o, en su caso, los derechos urbanísticos que le correspondan en función de la legislación urbanística vigente. 

J) ARAGÓN

- Decreto Legislativo 1/2013, de 2 de abril, del Gobierno de Aragón, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Turismo de Aragón. (BOA núm. 70, de 11 de abril).

Este Decreto legislativo dedica el Título II a la ordenación territorial de los recursos turísticos, instando a las administraciones públicas con competencia en turismo a estimular la mejora de la calidad y de la competitividad de la oferta turística, “respetando el patrimonio natural y cultural, y promoviendo el reequilibrio territorial para la consecución de un desarrollo turístico sostenible”.

Remite esa ordenación territorial de los recursos turísticos a una Directriz especial, que observará lo establecido en la legislación de ordenación territorial así como las prescripciones previstas en la Estrategia de Ordenación Territorial de Aragón.

Estas directrices se ajustarán al contenido que prevé el artículo 22 de la Ley 4/2009, de ordenación del territorio de Aragón, que regula el contenido de las directrices de ordenación territorial.

También se regula el procedimiento de aprobación de las Directrices y la posibilidad de que, de manera excepcional, a propuesta de los Departamentos competentes en materia de turismo, ordenación del territorio y medio ambiente, previo dictamen del Consejo de Ordenación del Territorio de Aragón, del Tribunal de Defensa de la Competencia y las entidades locales afectadas, se acuerde la declaración de Zona Saturada Turística.

OTRAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS

F) CANTABRIA

- Decreto 3/2013, de 14 de febrero, por el que se regula la inspección técnica de edificios (BOCANT núm. 37, de 22 de febrero).

La motivación del decreto viene establecida en cumplimiento de lo dispuesto en el Real Decreto-Ley 8/2011, de 1 de julio, de medidas de apoyo a los deudores hipotecarios, de control del gasto público y cancelación de deudas con empresas y autónomos contraídas por las entidades locales, de fomento de la actividad empresarial e impulso de la rehabilitación y de simplificación administrativa.

Tiene por objeto la regulación de las condiciones de realización de la inspección técnica de edificios, en cumplimiento de los deberes de uso y conservación previstos en el artículo 200 de la Ley 2/2001, de 25 de junio, de OT y RUS de Cantabria. Dirigida a determinar las condiciones de seguridad, salubridad y ornato de un edificio, propondrá las obras de conservación y, en su caso de rehabilitación que fueran precisas.

Es de aplicación obligatoria en aquellos municipios que de más de 25.000 habitantes, y de aplicación voluntaria en el resto.

Las condiciones, forma y plazo en que se realizarán las ITEs tienen el carácter de mínimos, y serán aplicadas tanto por los municipios de más de 25.000 habitantes como por los que se acojan voluntariamente al decreto.

Impone a los municipios la obligación de regular el procedimiento de gestión y control de las ITEs y sus revisiones, pudiendo ampliar el nivel de exigencia de las condiciones contenidas en este texto. También faculta a los municipios para aprobar ordenanzas reguladoras de aquellos aspectos que serán objeto del informe y que no estén suficientemente regulados en su planeamiento de conformidad con la normativa aplicable.

Están sujetos a la ITE los edificios con una antigüedad superior a 50 años cuyo uso principal sea residencial, bien vivienda o residencia temporal o permanente, o destinados a un uso o servicio público cuyos usos propicien una afluencia de público y de usuarios en general que hiciesen aconsejable velar por mantener unas condiciones adecuadas de mantenimiento, conservación y seguridad de los edificios.

El decreto entiende que, en caso de edificios sometidos a rehabilitación integral (consistente en el derribo del edificio respetando sus fachadas o una actuación global que afecte a la estructura o al uso general del edificio), la antigüedad para realizar la ITE contará desde el plazo de finalización de la obra.

Excluye de la ITE los edificios declarados en ruina.

La acreditación de la antigüedad del edificio se realizará con, al menos, uno de los documentos siguientes: Certificado Final de la Obra, Licencia de Primera Ocupación, Certificado Catastral, escrituras acreditativas del final de la obra y, en defecto de los anteriores, por estimación técnica en función de su tipología y características constructivas. A estos efectos, las administraciones están obligadas a facilitar cualquier dato que obre en sus archivos que sirva para determinar la antigüedad del edificio.

La obligación de realizar la ITE corresponde a todos sus propietarios, sean personas físicas o jurídicas. En el caso de una finca en régimen de división horizontal el deber recae en la Junta de Propietarios.

El Ayuntamiento debe comunicar a los propietarios del inmueble la obligación de realizar la ITE con tres meses de antelación al cumplimiento de 50 años del edificio, o en su caso a cada inspección periódica posterior, con indicación del plazo para su realización y las consecuencias de su incumplimiento.

El decreto establece revisiones periódicas, como mínimo, cada 15 años después de realizada la primera ITE, si bien los Ayuntamientos pueden modificar esta periodicidad en las ordenanzas, atendiendo a circunstancias debidamente justificadas. 

Respecto a la competencia técnica para realizar la inspección, el decreto remite a la Ley 38/1999, de 5 de noviembre, de Ordenación de la Edificación y al resto de normas aplicables, de acuerdo con sus respectivas especialidades y competencias específicas, al tiempo que admite la posibilidad de formalizar convenios de colaboración con colegios y asociaciones profesionales vinculados a la edificación, dejando a los particulares la libertad de elegir entre una u otra. 

El decreto regula, igualmente, los aspectos mínimos a considerar en la ITE. Se realizará visualmente sobre aquellos elementos del edificio objeto de la verificación, señalándose en el informe aquellos a los que no se haya podido acceder y su causa. No forma parte de la inspección detectar vicios ocultos ni prever causas que puedan sobrevenir y que no tengan manifestación en el momento de la inspección. Para que tenga validez, ha de realizarse sobre una muestra válida y suficiente, inspeccionando al menos un 60% de las viviendas y locales del edificio si este tiene el uso característico de residencial. Para el resto la muestra deberá ser del 60% de sus dependencias.

La ITE tendrá en cuenta como mínimo los aspectos de seguridad, salubridad, ornato público y accesibilidad y debe examinar, como mínimo, el estado de la estructura y cimentación, de fachadas interiores, exteriores, medianeras y otros paramentos, el estado de conservación de cubiertas y azoteas, redes generales de fontanería y saneamiento del edificio, instalaciones eléctricas de los elementos comunes y de los mecanismos y los accesos y sus condiciones, así como las escaleras y elevadores.

El informe de la inspección, emitido por técnico competente, detallará los daños detectados en los elementos examinados, determinando su posible causa y las medidas recomendadas para su reparación. Puede ir visado por el colegio profesional correspondiente o, en su defecto, presentado mediante Declaración Responsable del técnico. 

El informe detallará, si las hubiera, las deficiencias detectadas acompañadas de un croquis con su localización y fotografías, calificándolas como muy graves, graves, leves o sin deficiencias, concluyendo en sentido favorable (cuando no haya deficiencias o sean leves) o desfavorable (en los otros dos casos). Propondrá las medidas y obras necesarias para subsanar las deficiencias, la fecha aconsejable para su inicio, el plazo de ejecución y un presupuesto estimado.

Si el informe es favorable se presenta en el Ayuntamiento, que lo remitirá a la Comunidad Autónoma su inclusión en el Registro Autonómico ITEs. Si fuera desfavorable y existiera compromiso de los propietarios de ejecutar las obras correspondientes, se notificará al Ayuntamiento el resultado de la inspección y los plazos fijados para la subsanación de las deficiencias, que subsanadas, se reflejarán en un informe técnico favorable.

Si el informe es desfavorable y no existe compromiso de subsanación, la notificación al Ayuntamiento conlleva el inicio del procedimiento correspondiente a las órdenes de ejecución.

El decreto también regula el Registro autonómico de las ITEs.

La D. T. del decreto obliga al someter a ITE los edificios que estén obligados a ello, antes del 31 de diciembre de 2015, sea el resultado favorable o con deficiencias subsanables.

- Orden OBR/2/2013, de 19 de febrero, por el que se crea el Observatorio de la Vivienda y Suelo de Cantabria (BOCANT, núm. 45, de 6 de marzo). Corrección de errores (BOCANT, núm. 54, de 19 de marzo).

Este Observatorio se crea como grupo de trabajo de carácter departamental, para el estudio, seguimiento, y debate en materia de vivienda, cuyas conclusiones y propuestas podrán ser utilizadas por la Consejería competente en materia de vivienda en el ejercicio de sus competencias.

Adscrito a la Consejería competente en materia de vivienda, ésta le prestará la asistencia técnica, jurídica y administrativa que precise.

Los acuerdos que adopte no tendrán efectos jurídicos frente a terceros y sus informes serán facultativos y no vinculantes.

El decreto, además regular el funcionamiento y composición del mismo, con participación de administraciones públicas autonómicas y municipales, entidades financieras y agentes sociales, también regula sus funciones, que son:

- Establecer criterios que permitan homogeneizar las posiciones de los distintos agentes implicados en el sector de la vivienda y que tengan representación en el mismo.

- Proponer medidas que permitan la mejora de las condiciones de acceso a la vivienda en el ámbito de la C. A. de Cantabria.

- Fomentar el diálogo permanente de los agentes implicados en el sector de la vivienda.

- Evacuar cuantos informes y consultas en materia vivienda, les sean solicitados por cualquiera de las Administraciones competentes en la materia.

- Elevar a los órganos competentes, los informes y conclusiones que estime oportuno sobre todas aquellas cuestiones que afecten a la vivienda.

- Promover la cooperación y colaboración entre las entidades representadas en el Observatorio, a fi n de que se coordinen las distintas iniciativas en la materia.

- Cualesquiera otras que le sean encomendadas por la Consejería competente en materia de vivienda.

G) LA RIOJA

- Orden 2/2013, de 11 de abril, de la Consejería de Obras Públicas, Política Local y Territorial por la que se regula la Ayuda del Programa de arrendamientos especiales (BOR núm. 51, de 22 de abril).

Esta orden pretende dar una respuesta al problema de un, cada vez más amplio, colectivo que atraviesa dificultades hacer frente a sus obligaciones hipotecarias con las entidades de crédito, que en última instancia conlleva la pérdida de la vivienda habitual de las familias.

Pretende dar respuesta a la fase posterior al desahucio, facilitando una en alquiler a precio asequible. 

La Orden tiene por objeto aprobar las bases reguladoras y convocar, en régimen de concesión directa, la ayuda del programa de arrendamientos especiales de la C. A. de La Rioja, entendiendo por tales los contratos de arrendamiento celebrados a través de la Bolsa de Alquiler del Gobierno de La Rioja, los que tengan por objeto viviendas propiedad del IRVI, S.A., los que tengan por objeto las viviendas del Fondo social de viviendas previsto en el Real Decreto-ley 27/2012, de 15 de noviembre, de medidas urgentes para reforzar la protección a los deudores hipotecarios y otros contratos de arrendamiento incluidos en programas sociales propuestos por el IRVI, S.A.

Solo si la oferta de vivienda en alquiler del programa de arrendamientos especiales resultase insuficiente o inadecuada para atender la demanda de las personas afectadas por desahucios, podrán ser beneficiarse de la ayuda los arrendatarios de contratos celebrados sobre otras viviendas propiedad de personas físicas o jurídicas, si cumplen los requisitos de esta orden y en las condiciones establecidas en la misma.

Son beneficiarios de esta ayuda . los arrendatarios de viviendas, personas físicas individuales y las unidades familiares titulares de contratos de arrendamiento, atendidos por el Servicio de mediación para desahucios, que formalicen uno de los contratos de alquiler anteriores. También deben cumplir los requisitos siguientes:

a) Pérdida de su vivienda habitual ubicada en la C. A. de La Rioja con posterioridad al 1 de enero de 2011 como consecuencia de un proceso judicial o extrajudicial de ejecución hipotecaria, o por el procedimiento de dación en pago, es decir, la entrega de la vivienda para saldar la hipoteca.

b) Ser arrendatario de una vivienda en virtud de un contrato de alquiler gestionado por el IRVI, S.A. habiendo suscrito el correspondiente contrato de arrendamiento que ha de estar autoliquidado y diligenciado por la Consejería competente en materia de Hacienda en cumplimiento de las obligaciones fiscales. 

c) Destinar la vivienda objeto del arrendamiento a domicilio habitual y permanente del beneficiario.

d) Poseer la nacionalidad española, o la de alguno de los Estados miembros de la Unión Europea o del Espacio Económico Europeo, o, en el caso de los extranjeros no comunitarios, tener residencia legal y permanente en España.

e) Que los ingresos de la unidad familiar y de las personas que vayan a tener su domicilio habitual y permanente en la vivienda arrendada, consten o no como titulares del contrato de arrendamiento, en conjunto, superen el límite admitido para ser atendidos por los Servicios Sociales y sean inferiores a 2,5 veces el IPREM.

f) La renta anual máxima de la vivienda, incluidos anejos vinculados o no que figuren en el contrato de arrendamiento, será igual o inferior a 4.560 euros/año.

Además, la Orden 3/2013, de 25 de abril, de la Consejería de Obras Públicas, Política Local y Territorial, por la que se regula el régimen transitorio de la Orden 2/2013, (BOR núm. 51, de 22 de abril) dispone que pueden ser beneficiarios de las ayudas “quienes cumpliendo los requisitos previstos al efecto en dicha Orden, hayan formalizado un contrato de arrendamiento en el periodo comprendido entre el día 22 de febrero de 2013 y el 22 de abril de 2013, ambos incluidos”.

Están excluidos de ser beneficiarios de las ayudas los titulares de pleno dominio o de un derecho real de uso o disfrute sobre otra vivienda, los beneficiarios de cualquier otra ayuda pública de acceso a la vivienda o solicitarla durante la vigencia de su concesión, los arrendatarios que titular arrendatario o cualquiera de los que tengan su domicilio en la vivienda tenga parentesco en primer o segundo grado de consanguinidad o de afinidad con el arrendador de la vivienda. Tampoco pueden serlo quienes incurran en alguna de las prohibiciones previstas en el artículo 13. 2 y 3 de la Ley 38/2003, de 17 de diciembre, General de Subvenciones.

Esta ayuda permite que los beneficiarios no destinen al pago de alquiler más del 25% de los ingresos máximos.

Los arrendatarios deben formalizar la petición en el IRVI S. A. en el momento de firmar el contrato de arrendamiento, previo informe propuesta favorable de este instituto.

K) CASTILLA-LA MANCHA

- Decreto 8/2013, de 20 de febrero, de medidas para el fomento del acceso a la vivienda protegida (DOCM núm. 53, de 15 de marzo).

El objetivo del decreto pretende dar carácter de permanencia a los instrumentos de gestión y a los procedimientos para la ejecución del Plan de vivienda, independientemente del que se encuentre en vigor en cada momento.

Reconoce que los instrumentos y medidas incorporados en el Decreto 109/2008, de 29 de julio, de medidas para la aplicación del Pacto por la Vivienda en Castilla-La Mancha, para facilitar el acceso a la vivienda y contribuir al mantenimiento de la actividad en el sector de la construcción, así como el régimen de adjudicación de viviendas de protección pública, no han logrado los efectos deseados.

El Título I se refiere a los instrumentos y procedimientos administrativos para la ejecución de los Planes de Vivienda, regulando con detalle:

· el Registro de viviendas de protección pública, 

· el Registro de demandantes de vivienda con protección pública de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha, 

· los procedimientos para la adjudicación de las viviendas con protección pública. En este caso distingue según se trate de viviendas de iniciativa pública regional, viviendas con protección pública promovidas por otras Administraciones Públicas, promociones privadas con protección pública o la promoción de viviendas con protección pública por cooperativas y otras entidades análogas. Igualmente regula el procedimiento de adjudicación de viviendas con protección pública vacantes.

El Título II regula la Comisión Regional y las Comisiones Provinciales de Vivienda.

El Decreto 8/2013 modifica, a su vez, el Decreto 173/2009, que aprobó el V Plan Regional de Vivienda y Rehabilitación de Castilla-La Mancha.

- Ley 1/2013, de 21 de marzo, de medidas para la dinamización y flexibilización de la actividad económica y urbanística en Castilla-La Mancha. (DOCM núm. 61, de 27 de marzo).

Se dicta con la pretensión de simplificar los procedimientos relativos tanto al inicio y desarrollo de las actividades comerciales minoristas y de servicios, como a la ejecución de obras de acondicionamiento de un establecimiento permanente, eliminando la necesidad de licencia previa y preceptiva que, como dice la exposición de motivos, “en la mayoría de los casos, retrasa o paraliza el desarrollo de la actividad, lo que no impide que se garantice la verificación del cumplimiento de los requisitos exigidos por la normativa vigente”

Así, las administraciones públicas o entidades del sector público no podrán exigir a las actividades comerciales minoristas y determinados servicios incluidos en el Anexo de la Ley la obtención de licencia previa de instalaciones, de funcionamiento o de actividad ni otras análogas que sujeten a previa autorización el ejercicio de la actividad comercial a desarrollar o la posibilidad de apertura del establecimiento. Tampoco se someten a licencia los cambios de titularidad de estas actividades ni las obras de acondicionamiento de los locales para el desempeño de esas actividades, siempre que no requieran la redacción de proyecto de obra según la LOE.

Estos principios obligan también a la modificación del Decreto Legislativo 1/2010, de 18 de mayo, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Ordenación del Territorio y de la Actividad Urbanística. Modifica los artículos que regulan el régimen de comunicación previa, el régimen de los actos sujetos a licencia urbanística.

Finalmente, hay que indicar que también se han dictado sendas órdenes en materia de vivienda protegida, las dos de 20 de febrero de 2013, de la Consejería de Fomento. Una establece los criterios de determinación de cupos de viviendas de promoción pública vacantes destinadas al alquiler, que pertenezcan al parque público de viviendas de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha, incluidas las empresas pertenecientes al sector público regional y la otra regula el procedimiento de inscripción en el Registro de Demandantes de Vivienda con Protección Pública de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha. Ambas fueron publicadas en el DOCM núm. 53, de 15 de marzo.

L) CANARIAS

- Ley 1/2013, de 25 de abril, de modificación del Texto Refundido de las Leyes de Ordenación del Territorio de Canarias y de Espacios Naturales de Canarias, aprobado por Decreto Legislativo 1/2000, de 8 de mayo. (BOC núm. 85, de 6 de mayo).

La reforma afecta a dos aspecto muy concretos: la densidad  y edificabilidad en suelo urbano consolidado por la edificación y el tratamiento de la figura de fuera de ordenación, por efecto de una nueva ordenación sobrevenida.

Respecto de la modificación que afecta a la densidad y al índice de edificabilidad en suelo urbano consolidado por la edificación, el artículo 34 del Decreto Legislativo 1/2000, que regula los límites de la potestad de planeamiento ejercida a través de PGOU, disponía que, al ordenar suelo urbano consolidado por la urbanización, los planes generales no podían establecer determinaciones que posibilitaran o tuvieran como efecto el incremento de la edificabilidad media y de la densidad global permitidas por el planeamiento general anterior en zonas o áreas en las que existan más de 400 hab. o 12.000 m2 de edificación residencial o turística alojativa por hectárea de superficie.

La nueva redacción, además de mantener esta redacción e introducir el matiz de “predominantemente residencial o turística de alojamiento”, admite la posibilidad de incrementar hasta 500 hab. o 15.000 m2 de edificación residencial de alojamiento turístico, por hectárea, en dos casos:

1. cuando se trate de suelos urbanos de renovación o rehabilitación, y 

2. en las áreas urbanas consolidadas por la edificación, concretamente delimitadas, cuando no esté prevista la sustitución de la edificación preexistente por determinación expresa durante el plazo de vigencia del Plan General.

El otro aspecto de la reforma intenta solucionar los problemas de inseguridad jurídica generados por en la interpretación y los efectos jurídicos de la figura de “fuera de ordenación” sobre un planeamiento sobrevenido, tal y como venía regulada en el artículo 44.4, que generó no solo inseguridad jurídica en el derecho de propiedad sino también malestar por provocar la equiparación de aquellos inmuebles erigidos en pleno cumplimiento de la legalidad, pero que sobrevenidamente resultan disconformes con una nueva ordenación, de aquellos que fueron erigidos al margen de la legalidad.

La D. D. Única deroga el artículo 44.4 y, en su lugar, se introduce un nuevo artículo 44.bis, que regula los efectos de la entrada en vigor de una nueva ordenación sobrevenida. A diferencia de la regulación anterior, que calificaba todas las instalaciones, construcciones y edificaciones disconformes con el nuevo planeamiento, como fuera de ordenación, la nueva normativa distingue la situación legal de consolidación y la situación legal de fuera de ordenación.

La situación legal de consolidación se aplicará a todas las instalaciones, construcciones y edificaciones, así como a los usos y actividades preexistentes que se hubieren erigido o iniciado con arreglo a los títulos y autorizaciones administrativas exigibles, en su caso, en el momento de su implantación, y que por motivos de legalidad sobrevenida, entre los que se considerarán la alteración de los parámetros urbanísticos básicos de uso o edificabilidad, resultasen disconformes, aunque no necesariamente incompatibles con las nuevas determinaciones de aplicación.

Se entenderá que la nueva regulación resulta necesariamente incompatible, de imposible coexistencia, cuando su aplicación conlleve necesariamente la obtención del suelo en que se ubica la instalación, construcción y edificación, para su destino público o requiera de una actuación pública que impida la utilización de las instalaciones, construcciones y edificaciones que queden en situación de consolidación.

Esta situación legal de consolidación admitirá con carácter general cuantas obras de consolidación, rehabilitación o remodelación sean necesarias para mantener y alargar la vida útil del inmueble, si bien no se admite el aumento de volumen o edificabilidad en contra del nuevo planeamiento. Respecto al uso, admitirá con carácter general las obras que consistan en la mejora y actualización de las instalaciones para su adaptación a nuevas normas de funcionamiento de la actividad o el logro de una mayor eficiencia y un menor impacto ambiental, no así los cambios de uso que supongan una alteración sustancial del destino asignado por la nueva ordenación del inmueble.

El planeamiento deberá definir expresamente el tipo de obras y usos admisibles en función de los parámetros de ordenación pormenorizada que motivan la disconformidad.

La demolición o el cese definitivo del uso preexistente conllevará la necesaria adecuación del nuevo proyecto de edificación, instalación o construcción o, en su caso, del nuevo uso, a la edificabilidad o uso del planeamiento vigente en el momento de otorgamiento de la nueva licencia o autorización administrativa habilitante de la obra o del uso. Cuando la demolición fuere obligada por circunstancias catastróficas o por órdenes de ejecución para evitar situaciones de riesgos o daño o por cualquier otra necesidad de interés general que no constituyan obligaciones de restablecimiento de la realidad física alterada, podrá reconstruirse con la misma edificabilidad del inmueble sustituido.

La situación legal de fuera de ordenación se aplicará a todas las instalaciones, construcciones, edificaciones, usos y actividades que se hubieran erigido sin contar con los títulos y autorizaciones administrativas exigibles, y respecto de las cuales ya no sea posible el ejercicio de las potestades de protección de la legalidad y restablecimiento del orden jurídico infringido. En caso de que sean legalizables, permanecerán en esta situación hasta la obtención de los títulos y autorizaciones administrativas exigibles para su legalización.

Este mismo régimen se aplicará a aquellas instalaciones, … que se hubieran erigido o iniciado con arreglo a los títulos y autorizaciones administrativas que resultaren disconformes e incompatibles con las nuevas determinaciones de planeamiento por disponer éstas en su lugar la implantación de viales, espacios libres u otros sistemas generales o dotaciones así como equipamientos públicos.

Las normas, en su caso, las Instrucciones Técnicas del Planeamiento Urbanístico y, en el marco de unas y otras, el planeamiento de ordenación definirán el contenido de la situación legal de fuera de ordenación y, en particular, los actos constructivos y los usos de que puedan ser susceptibles las correspondientes instalaciones, construcciones y edificaciones.

En defecto de las normas y otras determinaciones del planeamiento, se aplicarán a las instalaciones, construcciones y edificaciones en situación de fuera de ordenación las siguientes reglas:

1º) Con carácter general, y mientras se mantenga su disconformidad con la ordenación, sólo podrán realizarse las obras de reparación y conservación que exija la estricta conservación de la habitabilidad o la utilización conforme al destino establecido. Otras obras serán ilegales y nunca podrán dar lugar a incremento del valor de las expropiaciones.

2º) Excepcionalmente podrán autorizarse obras parciales y circunstanciales de consolidación cuando no estuviera prevista la expropiación o demolición, según proceda, en un plazo de cinco años, a partir de la fecha en que se pretenda realizarlas. Tampoco estas obras podrán dar lugar a incremento del valor de la expropiación.

c) Las instalaciones, construcciones y edificaciones que se encuentren en esta situación al derivar de infracciones urbanísticas contra las que, por transcurso de los plazos legalmente establecidos, no cabe reacción administrativa o judicial de ningún tipo para instar el restablecimiento de la legalidad, sólo podrán realizar las obras de reparación y conservación que sean absolutamente necesarias para mantener las condiciones de habitabilidad mínimas, sin que en ningún caso tales obras supongan un incremento del valor expropiatorio.

Los usos y actividades económicas preexistentes que, careciendo de título administrativo habilitante previo, no fuesen legalizables al amparo del nuevo plan, les será de aplicación el régimen disciplinario que proceda para restaurar el orden jurídico perturbado.

N) EXTREMADURA.

- Decreto 19/2013, de 5 de marzo, por el que se regula el control de la calidad de la construcción y de la obra pública (DOE núm. 47, de 8 de marzo).

Su objeto consiste en regular el control de calidad de la obra de construcción y de la obra pública en el ámbito de la C. A., al tiempo que crea el Registro de laboratorios de ensayos y de entidades de control de calidad de la construcción y obra pública de Extremadura, y establece los requisitos exigibles para el ejercicio de la actividad de los laboratorios de ensayos y de las entidades de control de calidad para la prestación de asistencia técnica a las obras citadas.

Este decreto a su vez modifica el Decreto 136/2009, de 12 de junio, por el que se regula la certificación de eficiencia energética de edificios en la Comunidad Autónoma de Extremadura.

Obliga a que en todas las obras de construcción que ejecuten en la C. A. realicen el Plan de control de calidad que, en aplicación de la normativa básica de obligado cumplimiento, en cada caso, resulte pertinente para comprobar su calidad.

En las obras de construcción de iniciativa pública que lleven a cabo las distintas Consejerías, Organismos, etc… de la Comunidad Autónoma o que se realicen en todo o en parte con financiación directa o indirecta de la misma se realizarán, además, los ensayos, análisis, e informes de los productos y unidades de obra que se determinen en las normas de aplicación de este decreto.

En los proyectos de estas obras se incluirán las especificaciones técnicas detalladas de calidades, así como el plan de control de calidad a realizar sobre los productos y unidades de obra con su correspondiente presupuesto, de conformidad con lo previsto en las disposiciones de obligado cumplimiento de aplicación en la obra.

Durante la ejecución de las obras, la dirección facultativa competente, realizará 3 tipos de controles: control de la recepción en obra de los productos, equipos y sistemas suministrados, control de la ejecución de la obra y control de la obra terminada.

El Registro de laboratorios de ensayos y de entidades de control de calidad de la construcción y obra pública de la Comunidad Autónoma de Extremadura, que crea este decreto, tiene por objeto informar sobre la actividad de control de calidad de la construcción y obra pública que sea necesaria para el ejercicio de las competencias atribuidas en materia de control de calidad de las obras, en particular sobre aquellas actividades sometidas a un régimen de declaración responsable, incrementar la transparencia y el control público de los instrumentos necesarios a los distintos agentes intervinientes en el proceso constructivo y suministrar a los servicios competentes de las Administraciones Públicas los datos precisos para la elaboración de directorios o estadísticas en esta materia.

Tiene naturaleza administrativa, carácter público e informativo y formato electrónico. 

- Decreto 20/2013, de 5 de marzo, que modifica el Decreto 115/2006, de 27 de junio, por el que se regula el procedimiento de adjudicación de viviendas de promoción pública de la Comunidad Autónoma de Extremadura. (DOE núm. 57, de 22 de marzo).

Considera necesario revisar los sistemas de adjudicación de las viviendas de promoción pública, para evitar que la adjudicación por sorteo sea preceptiva, como consecuencia de las nuevas circunstancias sociales puestas de manifiesto con motivo de la crisis económica. Introduce la potestad en la elección por parte del Ayuntamiento del sistema de adjudicación de viviendas de promoción pública independientemente de la zona en la que se ubique el mismo. Prevé el sistema de sorteo o el concurso por valoración, admitiendo excepcionalmente la adjudicación directa en los siguientes casos: 

· situaciones probadas de urgente y extrema necesidad, 

· en los supuestos en los que se acredite por parte de la unidad familiar, la pérdida de la vivienda, por la imposibilidad del pago en procedimiento judicial de desahucio de las cuotas hipotecarias,

· cuando en la promoción se hayan ejecutado viviendas adaptadas a personas con movilidad reducida permanente, y

· en aquellos procesos de realojo para la integración de zonas degradadas o en fase de regeneración.

Se introducen modificaciones en el Anexo I sobre minoración de la renta, en caso de alteración significativa en los ingresos de la unidad familiar, por un periodo de 2 años, cuando el importe de la misma suponga un esfuerzo económico superior al 10% de sus ingresos. 

Q) CASTILLA Y LEON

- Decreto 9/2013, de 28 de febrero, por el que se modifica el Decreto 55/2011, de 15 de septiembre, por el que se regula el procedimiento para la certificación de eficiencia energética de edificios de nueva construcción en la comunidad de Castilla y León, (BOCYL núm. 45, de 6 de marzo), introduce una pequeña modificación relativa a quién puede suscribir el certificado de eficiencia energética del edificio terminado así como de los certificados de renovación o actualización.

- Ley 1/2013, de 28 de febrero, de modificación de la Ley 10/1998, de 5 de diciembre, de Ordenación del Territorio de la Comunidad de Castilla y León. (BOCYL núm. 46, de 7 de marzo).

La exposición de motivos de esta ley reconoce que se está adoptando medidas políticas, técnicas y normativas para implantar un nuevo modelo de ordenación del territorio en la C.A, destacando la aprobación de un texto normativo que regule la Ordenación, Servicios y Gobierno del territorio autonómico, que afectará a la Ley 10/1998, de ordenación del territorio de la Comunidad de Castilla y León y a la Ley 3/2008, de aprobación de Directrices esenciales de ordenación del territorio. 

Este objetivo exige la articulación de un procedimiento ágil y riguroso, por lo que previamente se modifica el artículo 13 de la Ley 10/1998, para cambiar el procedimiento de modificación de las Directrices esenciales cuando afecte únicamente a las estructuras funcionales que definen el modelo territorial de la C. A.

II. NOVEDADES JURISPRUDENCIALES. 

En esta materia he pretendido tener una visión de se ha intentado incluir diversos aspectos urbanísticos, tales como vivienda, modificación del planeamiento en ejecución de sentencia firme para legalizar obras ilegales, compatibilidad de la protección del patrimonio histórico autonómico con el dominio público estatal, obras autonómicas de excepcional interés público, distinción entresuelo urbano consolidado y no consolidado, proyectos supramunicipales, ejercicio de la disciplina urbanística con independencia de la titularidad de los suelo, o concepto de subsuelo en urbanismo.

0.- TRIBUNAL DE JUSTICIA DE LA UNIÓN EUROPEA.

- Sentencia de la Sala Cuarta, de 18 de abril de 2013, sobre petición de decisión prejudicial de interpretación del artículo 3, apartados 4 y 5 de la Directiva 2001/42/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de junio de 2001, relativa a la evaluación de los efectos de determinados planes y programas en el medio ambiente (Ref. EUDER 26540/2013)

El objeto de la sentencia consiste en la interpretación del artículo 3, en concreto, sus apartados 4 y 5, de la Directiva 2001/42/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de junio de 2001, relativa a la evaluación de los efectos de determinados planes y programas en el medio ambiental; decisión prejudicial presentada en el marco de un litigio acerca de la eficacia jurídica de un plan urbanístico elaborado sin realizar una evaluación ambiental, en aplicación de esta directiva.

El artículo 3 de la directiva, cuando describe el ámbito de aplicación, dispone que se efectuará una evaluación medioambiental en relación con los planes y programas, entre otros, “que se elaboren con respecto a … la ordenación del territorio urbano y rural o la utilización del suelo y que establezcan el marco para la autorización en el futuro de proyectos enumerados en los anexos I y II de la Directiva 85/337/CEE”, que puedan tener efectos significativos en el medio ambiente.

En caso de que estos planes establezcan el uso de zonas pequeñas a nivel local y la introducción de modificaciones menores en planes y programas anteriores únicamente requerirán una evaluación medioambiental si los Estados miembros deciden que es probable que tengan efectos significativos en el medio ambiente.

Los apartados 4 y 5 del artículo 3 de la Directiva dicen textualmente:

“4. En relación con los planes y programas distintos a los mencionados en el apartado 2, que establezcan un marco para la autorización en el futuro de proyectos, los Estados miembros determinarán si el plan o programa en cuestión puede tener efectos medioambientales significativos.

5. Los Estados miembros determinarán si algún plan o programa contemplado en los apartados 3 y 4 puede tener efectos significativos en el medio ambiente, ya sea estudiándolos caso por caso o especificando tipos de planes y programas, o combinando ambos métodos. A tal efecto, los Estados miembros tendrán en cuenta en cualquier caso los criterios pertinentes establecidos en el anexo II, a fin de garantizar que los planes y programas con efectos previsiblemente significativos en el medio ambiente queden cubiertos por la presente Directiva”.

El litigio principal tiene por objeto la aprobación de un plan “de desarrollo interno”, que ordenaba un suelo partiendo de la urbanización existente completándola con nuevas zonas residenciales en la periferia de un municipio alemán del estado de Baden-Württember, sin la oportuna evaluación ambiental. 

El órgano jurisdiccional interno considera que el plan urbanístico recurrido no es “de desarrollo interno” en los términos establecidos en el Código de Urbanismo alemán, por lo que “no podía haberse aprobado por el procedimiento acelerado sin llevar a cabo una evaluación medioambiental, dado que una parte del área incluida en el plan queda fuera de la zona ya construida”. El órgano jurisdiccional se cuestiona si el legislador, al combinar el procedimiento acelerado con el mantenimiento en vigor del artículo 214.2bis.1 del mismo código (que mantiene la eficacia jurídica del plan de que se trate, aunque se produzca una infracción de disposiciones de procedimiento que tengan su origen en una valoración errónea por parte del municipio del requisito cualitativo) se ha excedido en los límites del margen de apreciación que confiere el artículo 3.5 de la Directiva.

En concreto, la pregunta es

«¿Se excede un Estado miembro de los límites del margen de apreciación que le confiere el artículo 3, apartado 4 y 5, de la [Directiva] cuando, para los planes urbanísticos de un municipio que determinan el uso de pequeñas superficies a nivel local y establecen el marco para la futura aprobación de proyectos pero no están comprendidos en el artículo 3, apartado 2, de la [Directiva], tras definir un tipo especial de planes urbanísticos, caracterizados por un valor máximo de la superficie y por un requisito cualitativo y observando los criterios pertinentes del anexo II de la Directiva, dispone que, en la elaboración de tal plan urbanístico, no se apliquen las disposiciones de procedimiento relativas a la evaluación medioambiental que rigen para los planes urbanísticos y, por otro lado, establece que, para la eficacia jurídica de un plan urbanístico del tipo especial, es irrelevante una infracción de dichas disposiciones de procedimiento consistente en que el municipio haya valorado incorrectamente el requisito cualitativo?»

La cuestión prejudicial, en esencia, pregunta si el artículo 3, apartado 5, de la Directiva, en relación con el apartado 4 de ese mismo artículo, debe interpretarse en el sentido de que se opone a una normativa nacional en virtud de la cual la infracción de un requisito cualitativo, exigido por la norma de transposición de dicha Directiva para dispensar a la adopción de un plan urbanístico de un tipo especial de una evaluación medioambiental, es irrelevante para la eficacia jurídica de dicho plan.

El TJUE, después de examinar los ordenamientos jurídicos interno y comunitario, concluye que con la trasposición efectuada por el Gobierno Alemán no garantiza de modo suficiente en Derecho que el municipio cumpla en todos los supuestos los criterios pertinentes establecidos en el anexo II de la Directiva, criterios cuyo respeto el legislador nacional ha querido, no obstante, garantizar, como muestra la introducción del concepto de desarrollo interno en la normativa destinada a hacer uso del margen de apreciación que le confiere el artículo 3, apartado 5, de la Directiva.

Afirma que una disposición nacional como el artículo 214, apartado 2 bis,1, del Código de Urbanismo, adoptada en el marco de la aplicación del artículo 3, apartado 5, de la Directiva, tiene por efecto dispensar de una evaluación medioambiental a planes urbanísticos que no deberían haber sido dispensados de ella, en contradicción con la propia directiva.

Basándose en la jurisprudencia del propio Tribunal de Justicia atribuye a los órganos jurisdiccionales nacionales que conocen de un recurso la obligación de adoptar todas las medidas generales o particulares destinadas a subsanar la omisión de dicha evaluación y, por tanto, corresponderá al órgano jurisdiccional interno aplicar, en el marco de su competencia, las disposiciones del Derecho de la Unión y garantizar su plena eficacia dejando inaplicada cualquier disposición del Código de Urbanismo que conlleve resolver en sentido contrario a la Directiva.

El TJUE despeja la duda y finaliza diciendo que “el artículo 3, apartado 5, de la Directiva, en relación con el artículo 3, apartado 4, de ésta, debe interpretarse en el sentido de que se opone a una normativa nacional como la controvertida en el litigio principal, a tenor de la cual la infracción de un requisito cualitativo, exigido por la norma de transposición de dicha Directiva para dispensar a la adopción de un plan urbanístico de un tipo especial de una evaluación medioambiental en virtud de la referida Directiva, es irrelevante para la eficacia jurídica de dicho plan”.

1.- TRIBUNAL CONSTITUCIONAL.

- Auto 9/2013, de 15 de enero, que inadmite el conflicto en defensa de la autonomía local nº 4038/2011, planteado por 36 municipios de la C. A. de Canarias, en relación con el art. 1 de la Ley 2/2011, que modifica el art. 6 bis de la Ley 11/1997, de regulación del sector eléctrico canario. (Ref. EUDER 1618/2013).

El artículo cuestionado regula el procedimiento excepcional para obras de interés general para el suministro de energía eléctrica y en su apartado 2º dispone que los proyectos de construcción, modificación y ampliación de instalaciones de generación, transporte o distribución eléctrica se someterán a un régimen especial de autorización y no estarán sujetos a licencia urbanística ordinaria o a cualquier otro acto de control preventivo municipal o insular, sin perjuicio de su remisión al ayuntamiento y al cabildo para su autorización e informe sobre la conformidad o disconformidad de tales proyectos con el planeamiento territorial o urbanístico en vigor. El artículo presume que la conformidad municipal lleva implícita la autorización especial.

Igualmente, el apartado 4º del art. 6.bis reconoce que la conformidad de las administraciones públicas consultadas o el acuerdo favorable del Gobierno de Canarias legitimarán por sí mismos la ejecución de los actos de construcción, edificación y uso del suelo incluidos en los correspondientes proyectos de instalaciones de generación, transporte y distribución, sin necesidad de ningún otro instrumento de planificación territorial o urbanística y tendrán el carácter de autorización especial equivalente a la licencia urbanística municipal, a los efectos de lo previsto en el artículo 100 LHL, con relación al devengo y a la liquidación municipal de oficio o a la autoliquidación del Impuesto sobre Construcciones, Instalaciones y Obras.

Los Ayuntamientos recurrentes consideran que se limita la autonomía local en la intervención administrativa de las actividades de edificación y uso del suelo, al tiempo que se lesiona la suficiencia financiera de los entes locales, en la medida en que modifica el hecho imponible del ICIO, cuya regulación compete al Estado.

El TC inadmite el conflicto en defensa de la autonomía local al considerar que la sustitución de la preceptiva licencia municipal por la emisión de un informe sobre la conformidad o disconformidad de tales proyectos con el planeamiento territorial o urbanístico en vigor no implica necesariamente que esa sustitución sea disconforme con la doctrina constitucional., refiriéndose a sentencias del Alto Tribunal en las que considera que la posibilidad de que las competencias sectoriales de otras Administraciones públicas y, por tanto, de las CC. AA., incidan sobre la competencia urbanística municipal determinando la exclusión de la licencia que, en otro caso, sería preceptiva, exige la garantía de la intervención de los entes locales a través de la emisión de informes sobre la adecuación de las obras al planeamiento urbanístico. La exclusión de licencia en estos casos viene justificada por el hecho de que las obras son declaradas como de interés general. 

El Auto del TC se centra en determinar si el supuesto en conflicto es equiparable a otros autos dictados. A tal efecto examina la Ley estatal del sector eléctrico, la Ley sobre régimen del suelo y ordenación urbana y la Ley canaria 11/1997, manifiesta que del régimen jurídico expuesto “… no resulta desconocido, tanto por las normas estatales como autonómicas, la necesidad de articular un procedimiento para asegurar la continuidad del suministro eléctrico y solucionar las eventuales discrepancias que pudieran surgir entre esa perseguida garantía de la continuidad, seguridad y calidad del servicio, con el planeamiento territorial o urbanístico” y concluye que el precepto garantiza una intervención municipal por la vía de informe, razón por la cual considera que no se vulnera la autonomía local.

2.- TRIBUNAL SUPREMO.

- Sentencia, de 7 de febrero de 2013, de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo, que resuelve el recurso de casación nº 4199/2010, interpuesto por el Ayuntamiento de Obanos contra la Sentencia del TSJ de la Comunidad Foral de Navarra, que desestimó el recurso contencioso-administrativo interpuesto contra el acuerdo de aprobación definitiva del Plan Sectorial de Incidencia Supramunicipal “Área de Actividades Económicas de Valdizarbe” y de su Testo Refundido. (Ref. EUDER 5932/2013).

La representación procesal del Ayuntamiento de Obanos plantea hasta 6 motivos de casación. Después de analizados todos ellos, la sentencia del TS acoge dos de ellos, casa la sentencia de instancia, que anula y deja sin efecto, y estima el recurso contencioso administrativo declarando la nulidad del acuerdo de aprobación del Plan Sectorial de Incidencia Supramunicipal y de su Texto Refundido.

El primer motivo de los estimados es la infracción del artículo 26.2 de la Ley 32/2003, General de Telecomunicaciones, por no solicitar durante la tramitación del procedimiento de aprobación “de la Administración General del Estado el oportuno informe sobre las necesidades de redes públicas de comunicaciones electrónicas en el ámbito territorial a que se refieran” los distintos instrumentos de planificación territorial o urbanística.

La sentencia se apoya en la jurisprudencia que dictó el propio TS a propósito del artículo 44.3 de la Ley 11/98, General de Telecomunicaciones para aclarar cuales son los instrumentos de planificación territorial o urbanística cuya aprobación está condicionada por la previa emisión. Considera que lo verdaderamente determinante para requerir la emisión del informe será que se pretenda introducir una ordenación jurídica con repercusión sobre la ordenación territorial o urbanística, que como tal incida directamente en la esfera de intereses que quiere proteger y salvaguardar la atribución competencial a favor del Estado en materia de telecomunicaciones, entre los que se encuentra el principio esencial de unidad de mercado; principio éste que supone una limitación a los eventuales excesos de las Comunidades Autónomas en el ejercicio de sus competencias.

Indica que procedería solicitar la emisión del informe de la Administración del Estado en el caso de tramitar una ordenanza municipal sobre regulación de la instalación de redes de comunicaciones, aunque formalmente no se presentara como un instrumento de planeamiento urbanístico. Igualmente, sería exigible en el caso de que la reglamentación autonómica sobre ordenación de las infraestructuras en red de comunicaciones predeterminara el contenido de los instrumentos de planeamiento al imponerles un contenido o marcarles unas directrices de ordenación urbanística de obligado cumplimiento.

Trasladadas estas consideraciones al caso concreto cuestionado, la sentencia concluye que los PSIS no son simples proyectos de actuación que, en su caso, se limiten a transformar el suelo no urbanizable sino que constituyen auténticos planes de naturaleza tanto territorial como urbanística, que deben ajustarse a las determinaciones de los instrumentos de ordenación del territorio y que vinculan al planeamiento municipal. Concluye que el informe estatal era exigible en el presente caso y que la sentencia de instancia yerra cuando considera que se dirige únicamente a los operadores. Asimismo, considera que la ausencia del informe no es una irregularidad no invalidante sino un auténtico defecto de procedimiento, que determina la nulidad del Plan.

Otro de los motivos de casación estimado es el hecho de que el Texto Refundido del Plan introdujo determinaciones que no se encontraban en el instrumento aprobado ni obedecía al cumplimiento de las prescripciones impuestas en el acuerdo de aprobación definitiva; en concreto, algunas de las modificaciones se referían al área de ordenación, dirigida hacia empresas de gran superficie con unas necesidades específicas de infraestructuras, la prohibición de segregaciones de parcelas para garantizar esas grandes superficies, etc… Fiel a la jurisprudencia sobre el carácter de los textos refundidos, el TS confirma que solo requieren el control del ajuste a las determinaciones impuestas y no pueden suponer cambios significativos respecto del plan aprobado; circunstancia ésta que se ha excedido en el presente supuesto.

- Sentencia, de 8 de febrero de 2013, de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo, que resuelve el recurso de casación nº 1699/2009, interpuesto contra la Sentencia del TSJ de la Comunidad Valenciana, que desestimó el recurso contencioso-administrativo interpuesto contra el acuerdo de aprobación definitiva de un PERI. (Ref. EUDER 6444/2013).

En este caso, la sentencia del TS confirma la dictada por el TSJ de la Comunidad Valenciana, que considera ajustado a derecho la homologación y el Plan de Reforma Interior del entorno de la piscina olímpica de Valencia.

La mención de esta sentencia obedece a que su fundamento de derecho décimo reconoce las fluctuaciones de su propia jurisprudencia a la hora de determinar el alcance de la distinción entre suelo urbano consolidado y no consolidado por la urbanización. Expone las dos líneas jurisprudenciales en relación con la interpretación del artículo 14 de la Ley 6/1998.

La primera línea consideraba que la mera circunstancia de existir edificaciones  sobre unos terrenos no excluía la posibilidad de que en todo o en parte fueran incluidos en el suelo urbano no consolidado, para acometer una nueva ordenación urbanística que supusiera una operación integral de urbanización. El hecho de que el terreno fuera solar por estar dentro del casco urbano no era suficiente para no ser incluido en una zona pendiente de reordenación integral.

La línea jurisprudencial actual mantiene que, aunque es posible actuar sistemáticamente en suelo urbano por unidades de actuación y con cargo a los propietarios, no puede exigírseles mejoras y reformas sucesivas y reiteradas, si ya cedieron y costearon la urbanización, mediante la imposición de actuaciones de mejora de servicios que no responden a nuevas concepciones globales urbanísticas, sino a cambios puntuales de servicios urbanísticos.

Esto no significa que el Ayuntamiento no pueda emprender esas obra ni que los propietarios no deban costearlas en la proporción que les corresponda, pero sí que ello no puede hacerse como obligación impuesta por el planeamiento urbanístico; de donde se deduce que la obligación impuesta a los propietarios de costear la urbanización viene referida únicamente a las partes de suelo urbano que todavía no cuenten con servicios urbanísticos y que solo son suelo urbano por encontrarse en áreas consolidadas por la edificación.

Entiende la sentencia que cuando el artículo 14.1 de la Ley 6/1998 se refiere a la obligación de los propietarios de completar a su costa la urbanización necesaria para que los terrenos alcancen la condición de solar, “alcanzar la condición de solar” solo se produce una vez y a partir de entonces el suelo ya será siempre urbano consolidado.

- Sentencia, de 15 de febrero de 2013, de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo, que resuelve el recurso de casación nº 4178/2009, interpuesto contra la Sentencia del TSJ de Aragón, que estimó el recurso contencioso-administrativo interpuesto por una comunidad de regantes contra el acuerdo de aprobación definitiva de un PERI. (Ref. EUDER 7709/2013).

La Sentencia del TSJA estimó el recurso contencioso administrativo interpuesto por una comunidad de regantes contra el acuerdo de aprobación definitiva de un Plan Especial de Desarrollo de unos Sistemas Generales de Equipamiento Deportivo correspondientes al Centro Aragonés del Deporte en la ciudad de Zaragoza. Anuló el acuerdo de aprobación definitiva y el Plan Especial en cuanto a la modificación introducida en el texto definitivamente aprobado, que excluyó los terrenos de la comunidad de regantes (una acequia que atravesaba el ámbito) del cálculo de edificabilidad y, en consecuencia, de su obtención mediante expropiación.

Razona la sentencia de instancia que la modificación de la norma del Plan Especial se debió a las conversaciones entre el Gobierno de Aragón, beneficiario de la posible expropiación, y la Comunidad de Regantes, en la creencia errónea de que ésta no deseaba perder la titularidad de los terrenos.

El Ayuntamiento de Zaragoza alega que la mera posibilidad de expropiar no equivales a la obligación de hacerlo por parte de la Administración expropiante cuando no consta la utilidad pública o interés social de la concreta expropiación, puesto que el Plan Especial mantiene el uso y función actuales de la acequia y la implantación del equipamiento deportivo no requiere operaciones de redistribución de los terrenos, ni afecta, modifica o altera el trazado y configuración de la referida acequia.

La Sentencia del TS analiza la naturaleza de la expropiación por razones urbanísticas, que es facultativa, según se desprende del artículo 34 de la Ley 6/1998. No obstante, la utilización de la expropiación para la ejecución del planeamiento debe aplicarse en los casos de bienes y derechos que merezcan ser expropiados, esto es, la expropiación urbanística exige, como mínimo, que la concreta actuación urbanística “justifique” la expropiación y así se explique en el documento aprobado. El ejercicio de la potestad expropiatoria, consistente en la privación coactiva de la propiedad, se encuentra limitado a los casos en los que los bienes y derechos que se pretenden expropiar sean indispensables para el fin de la expropiación.

En el presente caso, el Plan Especial mantiene el uso y estado actual de la acequia por lo que los terrenos por los que discurre no son necesarios para el cumplimiento de los fines que persigue el planeamiento.

Concluye que el hecho de que la Administración autonómica se hubiera confundido inicialmente en la interpretación de la voluntad de la Comunidad de Regantes y muestre su disponibilidad a volver a la redacción inicial que preveía la expropiación, no es suficiente para justificar la expropiación de los terrenos. Añade que, aun en el caso de que se hubiera mantenido la redacción inicial, los terrenos de la acequia únicamente podrían formar parte de la relación de bienes afectados por la expropiación, si hubieran resultado necesarios para atender las finalidades del Plan Especial.

3.- TRIBUNALES SUPERIORES DE JUSTICIA.

J) ARAGÓN

- Sentencia nº 192/2013, de 5 de febrero, de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del TSJA, que desestima el recurso de apelación nº 40/2008, interpuesto contra la sentencia del JCA nº 3 de Zaragoza que desestimó el recurso contencioso-administrativo interpuesto contra la desestimación de una solicitud de reversión. (Roj: STSJ AR 416/2013).

La sentencia objeto de apelación desestimó el recurso contencioso-administrativo interpuesto contra la denegación de una solicitud de reversión de una finca expropiada por el extinto Instituto Nacional de Urbanización a favor del Ayuntamiento de Zaragoza, inventariada como propiedad municipal, en aplicación de los artículos 54 LEF y 40 de la Ley 6/1998, de régimen del suelo y valoraciones. La desestimación se fundó en que la ejecución de las obras en gran medida era una cuestión notoria (Polígono Industrial Malpica), pese a que no se haya ejecutado la zona verde que estaba proyectada en la finca objeto de litigio.

Los recurrentes consideran que la sentencia apelada aplica indebidamente la jurisprudencia interpretativa del artículo 54 LEF. En contestación a este argumento, el TSJA recuerda que el TS ha señalado que la reversión de los terrenos expropiados se rige por el ordenamiento vigente en el momento de ejercitarse ese derecho; razón por la cual, tratándose de una expropiación urbanística cuya reversión se solicita el 17 de marzo de 2004, el régimen aplicable es el artículo 40 de la Ley 6/1998, sin que eso excluya la aplicación de la Ley de Expropiación Forzosa. En consecuencia, en aplicación del artículo 54.3 LEY, en la versión dada por la disposición adicional 5.ª de la Ley 38/1999, 5 noviembre, de Ordenación de la Edificación, y en defecto de notificación de la administración, el expropiado y sus causahabientes podrán ejercitar la reversión solo en 3 casos:

a) Cuando se hubiera producido un exceso de expropiación o la desafectación del bien o derecho expropiados y no hubieran transcurrido veinte años desde la toma de posesión de aquéllos.

b) Cuando hubieran transcurrido cinco años desde la toma de posesión del bien o derecho expropiados sin iniciarse la ejecución de la obra o la implantación del servicio.

c) Cuando la ejecución de la obra o las actuaciones para el establecimiento del servicio estuvieran suspendidas más de dos años por causas imputables a la Administración o al beneficiario de la expropiación sin que se produjera por parte de éstos ningún acto expreso para su reanudación.

Este artículo no reconoce el derecho a la reversión si la afectación al fin que justificó la expropiación o a otro declarado de utilidad pública o interés social se ha prolongado durante diez años desde la terminación de la obra o el establecimiento del servicio. A este respecto, para determinar si se ha producido o no el cambio de destino o la inejecución determinante de la reversión no debe tenerse en cuenta únicamente una finca aislada, sino como manifiesta la jurisprudencia, “… contemplado en relación con la finalidad urbanística conjunta y dentro de las tareas de ejecución llevadas a cabo en el polígono o unidad de ejecución”. Por esta razón desestima el recurso de apelación y condena en costas al recurrente.

- Sentencia nº 123/2013, de 1 de marzo, de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del TSJA, que desestima el recurso de apelación nº 257/2010, interpuesto contra la sentencia del JCA nº 1 de Zaragoza que desestimó el recurso contencioso-administrativo interpuesto contra la denegación de una solicitud de funcionamiento para el ejercicio de la actividad de bar. (Roj: STSJ AR 187/2013).

La sentencia apelada desestimó el recurso contencioso administrativo y confirmó el acuerdo municipal por el que se denegó una solicitud de licencia de funcionamiento  para ejercer la actividad de bar, como ampliación de la licencia para ejercer la actividad de servicios informáticos y telefónicos, porque carecía de previa licencia urbanística para la nueva actividad de bar.

El TSJA reitera que para la obtención de licencia para el ejercicio de la actividad de bar es necesaria previa licencia urbanística, con independencia de que la actividad existente de servicios informáticos y telefónicos hubiera obtenido la licencia urbanística y de apertura, aun cuando no fuere necesaria la realización de nuevas obras. Esa previa licencia urbanística resulta obligada de lo dispuesto en los artículos 7 y 16 de la ley 11/2005 de espectáculos públicos y el Decreto 347/2002, que sujeta a licencia previa todos los actos de edificación y uso del suelo y el subsuelo. Aunque la Ley permite el ejercicio simultáneo de varias actividades en un mismo establecimiento, también reconoce al municipio para establecer limitaciones o restricciones en zonas urbanas mediante ordenanzas municipales, de tal manera que tanto para la obtención de licencias nuevas como para la ampliación de las existentes será preciso que el establecimiento en donde se pretenda ejercerlas no se encuentre en una zona en la que por el Ayuntamiento se haya ejercitado la referida facultad y que cumpla, además, la normativa que le sea de aplicación.

Por estas razones desestima el recurso de apelación y condena en costas al recurrente.

- Sentencia nº 195/2013, de 22 de marzo, de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del TSJA, que desestima el recurso contencioso administrativo nº 433/2009, interpuesto contra la estimación parcial de un recurso de reposición al acuerdo plenario de aprobación definitiva del Plan Especial APR 19-02 Harineras del PGOU de Huesca. (Roj: STSJ AR 260/2013).

El PERI recurrido, a fin de cumplir los estándares de plazas de estacionamiento así como las exigencias municipales y autonómicas, imponía “la ejecución de la construcción del aparcamiento público como un coste de urbanización del sistema en cuanto a lo necesario para permitir la terminación de la urbanización viaria; en dicho coste se contemplan las partidas de movimientos de tierras, cimentación, muros perimetrales y estructura (forjados, pilares y rampas de acceso). La parte restante hasta la puesta en funcionamiento del aparcamiento público correrá a cargo del concesionario encargado de la explotación del mismo”. El recurso de reposición presentado se desestima por el Ayuntamiento fundado en que la necesidad de ejecución de la dotación local de aparcamiento en el subsuelo deriva de dos circunstancias, la alta edificabilidad y densidad del ámbito y la escasa cuantía de superficie para aparcamiento en espacio público sobre rasante, razón por la cual debe quedar garantizada la construcción en condiciones de servir al uso previsto en el momento de la recepción de las obras de urbanización; precisando que cuestión distinta es la ejecución de las instalaciones complementarias, más ligadas al modo de explotación.

Interpuesto recurso contencioso administrativo contra estos acuerdos, el TSJA reconoce que la solución municipal adoptada tiene perfecto encaje en el artículo 47.1.c) de la Ley Urbanística de Aragón y que, aunque el convenio urbanístico previo al planeamiento no contempló la construcción de aparcamiento subterráneo, no es menos cierto que la ordenación del ámbito agotaba la máxima edificabilidad permitida, dejando una superficie para aparcamiento en superficie muy reducida, si se consideró inadecuada la solución de los promotores. Esto no contradecía el convenio por cuanto éste previó unos costes de urbanización indicativos y el aumento de los mismos “por exigencias de la propia urbanización” no llevaba implícito que tuviera que asumirlos el Ayuntamiento.

El TSJA recuerda que la potestad de planeamiento se caracteriza por la facultad discrecional de la Administración, que otorga amplio margen de apreciación, al tiempo que considera que la propuesta municipal estaba suficientemente justificada, sin que pueda aducirse irracionalidad, arbitrariedad o desproporción en la medida, mucho menos alejada del interés público o general.

Añade el TSJA que la obligación de los propietarios de dotar a la urbanización de plazas de aparcamiento, debe entenderse, como no puede ser de otra manera, en disposición de ser utilizadas, por lo que deben incluirse en los costes de urbanización las obras e infraestructuras básicas necesarias para posibilitar el funcionamiento del aparcamiento, no solamente los viarios y la reserva del espacio para la construcción del aparcamiento, puesto que cuando el Ayuntamiento reciba las obras de urbanización, éstas deben comprender los viales, zonas verdes y las reservas de aparcamiento.

III. DOCUMENTOS RELEVANTES

a) Cuestiones de inconstitucionalidad.

- Cuestión de inconstitucionalidad nº 5660/2012, en relación con el artículo 2 de la Ley de Cantabria 2/2011, de 4 de abril, por la que se modifica la Ley 2/2001, de 25 de junio, de Ordenación Territorial y del Régimen Urbanístico del Suelo de Cantabria, a la que se añade una nueva disposición adicional sexta relativa a la tramitación de los expedientes en materia responsabilidad patrimonial derivada de actuaciones en materia urbanística, por posible vulneración de los artículos 149.1.6 y 149.1.18 CE en relación con los artículos 9.3, 24.1, 106.1, 117,118 de la Constitución. (BOE núms. 36, de 11 de febrero).

También se han admitido a trámite otras cuestiones de inconstitucionalidad nº 5659/2012 y 1457/2013 sobre el mismo tema (BOEs núms. 59 y 94, de 9 de marzo y 19 de abril, respectivamente).

b) Recursos de inconstitucionalidad.

- Recurso de inconstitucionalidad nº 6777//2012, contra los artículos 59, 64.4 y apartado séptimo de la disposición adicional sexta de la Ley de Cataluña 3/2012, de 22 de febrero, de modificación del texto refundido de la Ley de Urbanismo, aprobado por el Decreto Legislativo 1/2010, de 3 de agosto.

El Auto de 9 de abril de 2013 del Tribunal Constitucional levantó la suspensión del apartado 7 de la D. A. 6ª de la Ley 3/2012, de 22 de febrero, de modificación del Texto Refundido de la Ley de Urbanismo de Cataluña aprobado por el Decreto Legislativo 1/2010, de 3 de agosto, así como la nueva redacción dada al artículo 167 del texto refundido por el artículo 59 de la Ley 3/2012, salvo que se mantiene la suspensión del inciso del apartado 1 “para generar actividad económica en áreas deprimidas”.

El apartado 1 del artículo 167 se refiere a la cesión gratuita de bienes integrantes de los patrimonios públicos de suelo y dice textualmente. “1. Las administraciones públicas o las entidades urbanísticas especiales que gestionan el respectivo patrimonio público de suelo y de vivienda pueden ceder gratuitamente los bienes que están integrados en el mismo, o enajenarlos por un precio inferior al de su valoración, a favor de otras administraciones o entidades públicas, o de entidades privadas sin ánimo de lucro, para atender necesidades de vivienda de carácter social o de equipamiento comunitario, para generar actividad económica en áreas deprimidas o para formar reservas para proteger y tutelar el suelo no urbanizable”. 

Además, también se mantiene la suspensión del artículo 187.5 del Texto Refundido. Este artículo regula los actos sujetos a licencia y el apartado 5 dice: “5. Queda sujeto al régimen de comunicación previa al ayuntamiento, de acuerdo con el procedimiento que establece la legislación de régimen local, la primera utilización y ocupación de los edificios y construcciones. La comunicación ha de acompañarse de la certificación del facultativo director que acredite la fecha de finalización de las obras y de que estas se han efectuado de acuerdo con el proyecto aprobado o con las modificaciones posteriores y las condiciones impuestas, y que la edificación está en condiciones de ser utilizada”.
- Proyecto de Ley de rehabilitación, regeneración y renovación urbanas 121/000045, (B.O. Cortes Generales núm. 45-1, de 13 de abril de 2013).

Tiene por objeto regular las condiciones básicas que garanticen un desarrollo sostenible, competitivo y eficiente del medio urbano, mediante el impulso y el fomento de las actuaciones que conduzcan a la rehabilitación de los edificios y a la regeneración y renovación de los tejidos urbanos existentes, cuando sean necesarias para asegurar a los ciudadanos una adecuada calidad de vida y la efectividad de su derecho a disfrutar de una vivienda digna y adecuada.

Las disposiciones finales incluyen modificaciones importantes de varias leyes: el Texto Refundido de la Ley de Suelo, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio, la Ley 38/1999, de 5 de noviembre, de Ordenación de la Edificación, el Real Decreto 314/2006, de 17 de marzo, por el que se aprueba el Código Técnico de la Edificación y la Ley 49/1960, de 21 de julio, sobre Propiedad Horizontal.

Regula los fines comunes de las políticas públicas para un medio urbano más sostenible, eficiente y competitivo, basado en los principios de sostenibilidad económica, social y medioambiental, cohesión territorial, eficiencia energética y complejidad funcional.

Dedica el Título I al informe de evaluación de los edificios con tipología residencial de vivienda colectiva. 

El Título II se refiere a las denominadas “actuaciones sobre el medio urbano”, que define como aquéllas que tienen por objeto realizar obras de rehabilitación edificatoria (cuando existan situaciones de insuficiencia o degradación de los requisitos básicos de funcionalidad, seguridad y habitabilidad de las edificaciones), de regeneración y renovación urbanas (cuando afecten, tanto a edificios, como a tejidos urbanos en los que existan problemas de obsolescencia, vulnerabilidad, degradación o deterioro, así como situaciones graves de pobreza energética, pudiendo llegar a incluir obras de nueva edificación en sustitución de edificios previamente demolidos). Estas últimas tendrán carácter integrado cuando articulen medidas sociales, ambientales y económicas enmarcadas en una estrategia municipal global y unitaria
Son sujetos obligados tanto los propietarios y titulares de derechos de uso, como las comunidades de propietarios, cooperativas de viviendas a las Administraciones Públicas, a los que el proyecto de ley también reconoce la iniciativa para proponer la ordenación de las actuaciones de rehabilitación, regeneración y renovación urbanas.

En caso de que estas actuaciones impliquen la necesidad de alterar la ordenación urbanística vigente, se procederá conforme establezca la legislación urbanística, sin perjuicio de simultanear ésta con la aprobación de los proyectos.

El Proyecto también regula los efectos de la delimitación de ámbitos de gestión y ejecución de las actuaciones, las formas de ejecución de éstas, así como los derechos de realojo y retorno de las personas afectadas. Incorpora fórmulas de cooperación y coordinación para la ejecución atendiendo al principio de equidistribución de beneficios y cargas. Admite la constitución de asociaciones administrativas al efecto, que por su regulación, tienen similitud con las Juntas de Compensación

La previsión de este proyecto de ley avanza el sendero por el que va a discurrir el urbanismo en España. Se reduce drásticamente el expansionismo edificatorio de usos residenciales para fomentar la rehabilitación y regeneración de lo existente, que ya se apuntara en las Jornadas sobre Urbanismo y crisis financiera: Análisis y alternativas futuras, organizadas por el Ayuntamiento de Zaragoza los días 11 y 12 del mes de abril.

Estas jornadas pusieron de manifiesto cuál va a ser el futuro del urbanismo a nivel nacional y, por supuesto, también a nivel autonómico. Fueron unas jornadas interesantes de las que se extrajeron consecuencias, espero que aleccionadoras, para todos los agentes que trabajamos, en mayor o menor medida, en este terreno profesional: entidades financieras, promotores y constructores, arquitectos, entidades de tasación y, como no, administraciones públicas.

Se aceptó que hemos atravesado un ciclo de hiperproducción constructora de dimensiones insólitas y que hay que aceptar el agotamiento de la “era del crecimiento”. El urbanismo tiene que reinventarse y que el futuro del sector pasa ineludiblemente por:

- Reconversión hacia otros sectores distintos de la construcción de edificios residenciales: oficinas, centros comerciales, usos productivos, etc...

- La ausencia de un planeamiento territorial vinculante, al menos a nivel metropolitano o autonómico, ha propiciado determinadas actuaciones desorbitadas del planeamiento general.

- Necesidad de desmitificar la “ciudad difusa”, que ha generado una política de infraestructuras sobredimensionada y de equipamientos infrautilizados. Esto tiene como consecuencia, volver a la ciudad compacta y, por ende, al aumento de las densidades y a la racionalización de los estándares urbanísticos, buscando no tanto la cantidad como la calidad de los mismos. 

- Necesidad de dirigir la actividad urbanística a la rehabilitación y mejora de los tejidos urbanos consolidados, lo que supone la normalización del mercado de compraventa de segunda mano, estimular el alquiler (se definió como un “signo de modernidad del país”) mediante fórmulas de adecuación de precios a los niveles de renta, medidas fiscales, subvenciones, etc…, así como fomentar la calidad ambiental de la ciudad consolidada.

Incluso, algún ponente propuso reconsiderar el carácter autonómico de la competencia en materia de urbanismo, para evitar la profusión legislativa; la demolición organizada de determinadas urbanizaciones vacías o la llamada “desurbanización del suelo”, la aplicación de la expropiación-sanción y la reagrarización mediante el fomento de los huertos urbanos.

Todas estas propuestas que, en sí mismas son interesantes, tropiezan con un obstáculo, insalvable en estos momentos de crisis económica, cual es la necesidad de una financiación municipal adecuada.
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